
  

 

RESUMEN CIUDADANO 
 
 

 

NÚMERO  
DE  

EXPEDIENTE 
 

  
 

TIPO DE SOLICITUD 
 

  
 

FECHA EN QUE 
RESOLVIMOS 

 

 

INFOCDMX/RR.IP.1364/2022 
en cumplimiento RIA 299/22. 

 ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA 

  
31 de agosto de 2022 

 

 

¿A QUIÉN SE DIRIGIÓ LA SOLICITUD (SUJETO OBLIGADO)? 
 

 
Secretaría de la Contraloría General. 

 

 
       ¿QUÉ SE PIDIÓ? 

 

  
    ¿QUÉ SE RESPONDIÓ? 

 
El particular solicitó las documentales donde 
consten las inhabilitaciones y/o sanciones que ha 
impuesto a una persona servidora pública 
derivado de investigaciones iniciadas como 
resultado de una verificación, control interno y/o 
auditoría, en términos de las atribuciones que le 
confiere el Plan para la Reconstrucción de la 
Ciudad de México, durante 2019. 

 El sujeto obligado clasificó como confidencial el 
pronunciamiento en el sentido afirmativo o 
negativo de la existencia o inexistencia sobre 
inhabilitaciones y/o sanciones e investigaciones 
iniciadas en contra de la persona identificada 
plenamente en la solicitud de información.  

 

¿POR QUÉ SE INCONFORMÓ LA 
PERSONA SOLICITANTE? 

 

  
¿QUÉ RESOLVIMOS Y POR QUÉ? 

 

Por la clasificación de la información.  
 
 

 REVOCAR la respuesta, porque el sujeto 
obligado omitió entregar el acta firmada de su 
comité de transparencia donde se fundó y motivó 
la clasificación de la información, así como la 
documentación relativa a procedimientos 
concluidos con sanción condenatoria firme.   

 
 

 ¿QUÉ SE ENTREGARÁ? 
 

  
     PALABRAS CLAVE 

La resolución del comité de transparencia del 
sujeto obligado, así como la documentación 
concerniente a investigaciones o procedimientos 
concluidos con sanción condenatoria firme.  

 Inhabilitaciones, sanciones, investigaciones, 
verificación, control interno, auditorías.  

 

  

INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, 

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES Y RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA 

CIUDAD DE MÉXICO 

PONENCIA DE LA COMISIONADA CIUDADANA  

MARINA A. SAN MARTÍN REBOLLOSO 
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En la Ciudad de México, a treinta y uno de agosto de dos mil veintidós.  

 

VISTO el estado que guarda el expediente INFOCDMX/RR.IP.1364/2022, generado con 

motivo del recurso interpuesto por la parte recurrente en contra de la respuesta emitida 

por la Secretaría de la Contraloría General, se formula resolución en atención a lo 

instruido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección 

de Datos Personales, en el expediente del recurso de inconformidad RIA 299/22, 

promovido en contra de la resolución de fecha veinticinco de agosto de dos mil veintidós, 

lo anterior con base en los siguientes 

 

ANTECEDENTES: 

 

I. Presentación de la solicitud. El veintidós de febrero de dos mil veintidós el  particular 

presentó una solicitud de acceso a la información pública, a través del Sistema de 

Solicitudes de Acceso a la Información (SISAI) de la Plataforma Nacional de 

Transparencia, a la que correspondió el número de folio 090161822000527, mediante la 

cual requirió a la Secretaría de la Contraloría General lo siguiente: 

 
Solicitud de información: 
“Las documentales donde consten las inhabilitaciones y/o sanciones que ha impuesto 
derivado de las investigaciones que ha iniciado en contra del entonces Comisionado César 
Cravioto, derivado de resultados de una verificación, control interno y/o auditoría en términos 
de las atribuciones que le confiere el Plan para la Reconstrucción de la Ciudad de México, 
durante 2019.” (sic) 
 
Medio para recibir notificaciones: “Correo electrónico”. 
 
Formato para recibir la información solicitada: “Electrónico a través del sistema de 
solicitudes de acceso a la información de la PNT”. 

 

II. Respuesta a la solicitud. El siete de marzo de dos mil veintidós el sujeto obligado, a 

través de la referida Plataforma, respondió la solicitud información mediante oficio 

número SCG/DGCOICS/DCOICS" A" /300/2022 del veinticuatro de febrero de dos mil 

veintidós, suscrito por la Directora de Coordinación de Órganos Internos de Control 

Sectorial “A” y dirigido al Subdirector de la Unidad de Transparencia en los siguientes 

términos: 
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“… 
Sobre el particular, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 2, 3, 4, 6, fracciones XIII 
y XXV, 8, 11, 21, 22 y 24, de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Rendición de Cuentas de la Ciudad de México y artículo 135 fracción XVI y 136 fracción XXXIV 
del Reglamento Interior del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de 
México, se informa que esta Dirección General de Coordinación de Órganos Internos de 
Control Sectorial, turnó para su atención la Solicitud de Información Pública al Órgano Interno 
de Control en la Jefatura de Gobierno, quien mediante oficio SCG/OICJG/0240/2022, de fecha 
veintitrés de febrero del dos mil veintidós, signado por la Titular del órgano Interno de Control 
citado manifestó lo siguiente: 
 

"...una vez realizada la búsqueda exhaustiva en los archivos, registros y sistemas con 
los que cuenta este Órgano Interno de Control y del análisis realizado, informo que esta 
Unidad Administrativa se encuentra imposibilitada jurídicamente para pronunciarse 
respecto de lo solicitado, toda vez que se materializa en el supuesto establecido en el 
artículo 186, primer párrafo, de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, ya que el solo pronunciamiento 
en el sentido afirmativo o negativo de la existencia o inexistencia sobre inhabilitaciones 
y/o sanciones e investigaciones iniciadas en contra de la persona identificada 
plenamente por el particular, se estaría revelando información de naturaleza 
confidencial, cuya publicidad afectaría la esfera privada de la persona, toda vez que se 
generaría ante la sociedad una percepción negativa sobre su persona, situación que se 
traduciría en una vulneración a su intimidad, prestigio y buen nombre, en razón de que 
terceras personas podrían presuponer su culpabilidad o responsabilidad sin que éstas 
hayan sido demostradas o valoradas en juicio hasta la última instancia, lo anterior, en 
apego a lo dispuesto en los artículos 6, apartado A, fracción II, y 16, párrafo segundo, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 186, primer párrafo, de la 
Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la 
Ciudad de México, y numeral Trigésimo Octavo fracción I de los Lineamientos 
Genero/es en materia de Clasificación y Dese/osificación de la Información, así como 
para lo Elaboración de Versiones Públicas. 
 
Derivado de lo anterior, con fundamento en el artículo 216 de la Ley de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, se 
propone someter a consideración del Comité de Transparencia, en modalidad 
confidencial, el pronunciamiento en el sentido afirmativo o negativo de la existencia o 
inexistencia sobre inhabilitaciones y/o sanciones e investigaciones iniciadas en contra 
de la persona identificada plenamente por el particular, por encuadrar en tas hipótesis 
legales antes referidas, ya que a través del ejercicio de otros derechos como es el de 
acceso a la información, no se puede dañar a una persona en su imagen, en el medio 
social en el que se desenvuelve y que es donde directamente repercute el agravio. Así 
mismo, nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, 
su familia, su domicilio o correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y 
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reputación; y toda persona tiene derecho a la protección de la Ley contra esas 
injerencias o esos ataques. "(Sic) 

 
Por lo antes expuesto, se solicita su amable intervención a fin de someter a consideración del 
Comité de Transparencia, la aprobación de la clasificación de información en modalidad 
Confidencial, realizada por el Órgano Interno de Control en la Jefatura de Gobierno, por lo 
cual, se envía al correo electrónico de la Unidad de Transparencia de la Secretaría de la 
Contraloría General de la Ciudad de México, ut.contraloriacdmx2@gmail.com cuadro de 
clasificación de información en su modalidad de Confidencial en formato Word. 
…” (sic) 
 

El sujeto obligado acompañó a su oficio de respuesta la siguiente documentación 

digitalizada: 

 

a. Oficio SCG/OICJG/0240/2022 del veintitrés de febrero de dos mil veintidós, suscrito 

por el Titular del Órgano Interno de Control en la Jefatura de Gobierno y dirigido a la 

Directora General de Coordinación de Órganos Internos de Control Sectorial de la 

Secretaría de la Contraloría General en los siguientes términos:  

 
“Atento a lo anterior, a efecto de dar cumplimiento a lo previsto en los artículos 2, 3, 4, 6 
fracciones XIII y XXV, 8,11, 21,22, 24,208 y 212 de la Ley de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México y 136 fracción XXXIV del 
Reglamento Interior del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad México; 
una vez realizada la búsqueda exhaustiva en los archivos, registros y sistemas con los que 
cuenta este Órgano Interno de Control y del análisis realizado, informo que esta Unidad 
Administrativa se encuentra imposibilitada jurídicamente para pronunciarse respecto de lo 
solicitado, toda vez que se materializa en el supuesto establecido en el artículo 186, primer 
párrafo, de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas 
de la Ciudad de México, ya que el solo pronunciamiento en el sentido afirmativo o negativo de 
la existencia o inexistencia sobre inhabilitaciones y/o sanciones e investigaciones iniciadas en 
contra de la persona identificada plenamente por el particular, se estaría revelando 
información de naturaleza confidencial, cuya publicidad afectaría la esfera privada de la 
persona, toda vez que se generaría ante la sociedad una percepción negativa sobre su 
persona, situación que se traduciría en una vulneración a su intimidad, prestigio y buen 
nombre, en razón de que terceras personas podrían presuponer su culpabilidad o 
responsabilidad sin que éstas hayan sido demostradas o valoradas en juicio hasta la última 
instancia, lo anterior, en apego a lo dispuesto en los artículos 6, apartado A, fracción II, y 16, 
párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 186, primer 
párrafo, de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas 
de la Ciudad de México, y numeral Trigésimo Octavo fracción I de los Lineamientos Genero/es 
en materia de Clasificación y Dese/osificación de la Información, así como para lo Elaboración 
de Versiones Públicas. 
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Derivado de lo anterior, con fundamento en el artículo 216 de la Ley de Transparencia, Acceso 
a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, se propone someter 
a consideración del Comité de Transparencia, en modalidad confidencial, el pronunciamiento 
en el sentido afirmativo o negativo de la existencia o inexistencia sobre inhabilitaciones y/o 
sanciones e investigaciones iniciadas en contra de la persona identificada plenamente por el 
particular, por encuadrar en tas hipótesis legales antes referidas, ya que a través del ejercicio 
de otros derechos como es el de acceso a la información, no se puede dañar a una persona 
en su imagen, en el medio social en el que se desenvuelve y que es donde directamente 
repercute el agravio. Así mismo, nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o ilegales 
en su vida privada, su familia, su domicilio o correspondencia, ni de ataques ilegales a su 
honra y reputación; y toda persona tiene derecho a la protección de la Ley contra esas 
injerencias o esos ataques. 
…” (sic) 

 

b. Cuadro de clasificación en su modalidad de confidencial de la información solicitada 

a través de la petición con número de folio 090161822000527.  

 

c. Oficio SCG/DGRA/414/2022 del dos de marzo de dos mil veintidós, suscrito por el 

Director General de Responsabilidad Administrativa y dirigido al Subdirector de la 

Unidad de Transparencia en los siguientes términos:  

 
“… 
En este sentido, con fundamento en los artículos 2, 13, 14, 211 y 212 de la Ley de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de 
México, y en apego al criterio adoptado por la mayoría de los integrantes Comité de 
Transparencia en la Vigésima Primera Sesión Extraordinaria del año 2021. celebrada el cuatro 
de agosto de dos mil veintiuno. se emite la siguiente respuesta: 
 
Con fundamento en el artículo 186, párrafo primero, de la Ley de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, esta Dirección General 
de Responsabilidades Administrativas considera como confidencial el pronunciamiento en 
sentido afirmativo o negativo respecto de la existencia o inexistencia de inhabilitaciones, 
sanciones o investigaciones en contra de la persona referida por el solicitante, en virtud de 
que ello implicaría revelar un aspecto de su vida privada, al dar a conocer su probable 
vinculación con investigaciones o expedientes administrativos de responsabilidades, poniendo 
en entredicho su imagen, honor y dignidad. 
 
Lo anterior es así, ya que, en caso de proporcionar la información requerida se estaría 
afectando la buena imagen, el honor y el buen nombre de la persona en cita, pues el hecho 
de revelar cualquier información relativa a la existencia o inexistencia de inhabilitaciones. 
sanciones o investigaciones en su contra por la presunta comisión de posibles irregularidades 
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administrativas, podría implicar su exposición en demérito de su reputación y dignidad, siendo 
que este tipo de derechos se basa en que toda persona, por el hecho de serlo, se le debe 
considerar honorable y merecedora de respeto, de modo tal que a través del ejercicio de otros 
derechos no se puede dañar a una persona en la estimación y confianza que los demás tienen 
de ella en el medio social en que se desenvuelve, que es donde directamente repercute en su 
agravio. 
 
Cabe destacar que, el artículo 4, párrafo primero, de la Ley de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, establece que en la 
aplicación e interpretación de dicha Ley deberán prevalecer el principio de máxima publicidad, 
conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la 
particular de la Ciudad de México, los tratados internacionales de los que el Estado mexicano 
sea parte. 
 
En este sentido, el artículo 12 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el 
artículo 11 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos y artículo 17 del Pacto 
Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, coinciden en que nadie será objeto de 
injerencias arbitrarias en su vida privada, familia, domicilio o su correspondencia, así como 
tampoco de ataques ilegales a su honra o a su reputación. De igual manera, prevén que toda 
persona tiene derecho a la protección de la Ley contra injerencias o ataques, así como el 
derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 
 
Igualmente, se destaca que, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha 
sostenido en la jurisprudencia número la./J. 118/2013 (10a.), cuyo rubro es: "DERECHO 
FUNDAMENTAL AL HONOR. SU DIMENSIÓN SUBJETIVA Y OBJETIVA", que el honor es el 
concepto que la persona tiene de sí misma o que los demás se han formado de ella, en virtud 
de su proceder o de la expresión de su calidad ética y social; en el campo jurídico, es un 
derecho humano que involucra la facultad de cada individuo de ser tratado de forma decorosa. 
Asimismo, dicha jurisprudencia expone que, este derecho tiene dos elementos, el subjetivo, 
que se basa en un sentimiento íntimo que se exterioriza por la afirmación que la persona hace 
de su propia dignidad, y en un sentimiento objetivo, que es la estimación interpersonal que la 
persona tiene por sus cualidades morales y profesionales dentro de la comunidad. En el 
aspecto subjetivo, el honor es lesionado por todo aquello que lastima el sentimiento de la 
propia dignidad, y en el aspecto objetivo, el honor es lesionado por todo aquello que afecta a 
la reputación que la persona merece. 
 
Conforme a lo expuesto, esta Autoridad estima que el emitir un pronunciamiento en sentido 
afirmativo o negativo respecto de la existencia o inexistencia de inhabilitaciones, sanciones o 
investigaciones en contra de la persona referida por el solicitante, podría generar que terceras 
personas realicen un juicio anticipado de reproche hacia ella, de modo que se podría vulnerar 
su esfera privada y su honra, al generar un juicio o percepción negativa sobre su reputación y 
dignidad. 
 
No obstante, en congruencia con el criterio adoptado por esta Dirección General, se emitirá el 
voto correspondiente. 
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Por lo anterior, se reitera que de conformidad con lo señalado por el artículo 186, párrafo 
primero, de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas 
de la Ciudad de México, se propone la clasificación del pronunciamiento en sentido afirmativo 
o negativo respecto de la existencia o inexistencia de inhabilitaciones, sanciones o 
investigaciones en contra de la persona referida por el solicitante, por lo que se solicita se fije 
fecha y hora a efecto de someter a consideración del Comité de Transparencia de la Secretaría 
de la Contraloría General dicha clasificación en su modalidad de confidencial. 
…” (sic) 

 
d. Acuerdo CT-E/12/2022 por el que se clasificó como confidencial el pronunciamiento 

en el sentido afirmativo o negativo de la existencia o inexistencia sobre 

inhabilitaciones y/o sanciones e investigaciones iniciadas en contra de la persona 

identificada plenamente por el particular.  

 

III. Presentación del recurso de revisión. El veintinueve de marzo de dos mil veintidós, 

la ahora persona recurrente, a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, 

interpuso recurso de revisión en contra de la respuesta que le fue otorgada, manifestando 

lo siguiente: 

 
Razón de la interposición: 
“Inconformidad respecto de la totalidad de la respuesta. Se reiteran los términos de la solicitud. 
Resulta preocupante que el sujeto obligado manifieste que no puede manifestarse y, en 
consecuencia entregar la información correspondiente, pues como es sabido la información 
solicitada da cuenta de el correcto uso de recursos públicos motivo por el cual no puede 
clasificar de manera discrecional la información como lo hace. Además, la clasificación no 
resulta aplicable pues se está requiriendo información respecto de una persona servidora 
pública y no así un particular como lo expone. Asimismo, el sujeto obligado tiene que 
pronunciarse sobre sanciones firmes o procedimientos concluidos. En consecuencia, se 
solicita al órgano garante cerciorarse que en la información solicitada existan actos de 
corrupción e interés publico, por lo que la clasificación del pronunciamiento no puede 
prevalecer al existir estos de conformidad con la ley aplicable. Finalmente, cabe resalta que 
es del conocimiento público que la gestión del entonces Comisionado César Cravioto, ha sido 
señalada como opaca, poco transparente y carente de rendición de cuentas, por lo que la 
clasificación de la información solicitada contiene un importante interés público para conocer 
el correcto uso de recursos públicos, más aún, aquellos derivados para la Reconstrucción de 
la Ciudad.” (sic) 

 
IV. Turno. El veintinueve de marzo de dos mil veintidós, la Secretaría Técnica de este 

Instituto tuvo por recibido el recurso de revisión descrito en el numeral anterior, al que 
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correspondió el número INFOCDMX/RR.IP.1364/2022, y lo turnó a la Ponencia de la 

Comisionada Ciudadana Marina Alicia San Martin Rebolloso para que instruyera el 

procedimiento correspondiente. 

 
V. Admisión. El primero de abril de dos mil veintidós, este Instituto, con fundamento en 

lo establecido en los artículos, 51, fracciones I y II, 52, 53, fracción II, 233, 234, 236, 

fracción I, 237, 239 y 243 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 

Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, admitió a trámite el presente recurso de 

revisión. 

 

Por otro lado, con fundamento en los artículos 230 y 243, fracción II, de la Ley de 

Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de 

México, se puso a disposición de las partes el expediente, para que, en un plazo máximo 

de siete días hábiles, manifestaran lo que a su derecho conviniera, exhibieran las pruebas 

que considerasen necesarias y expresaran sus alegatos. 

 

Asimismo, con fundamento en los artículos 10, 24, fracción X, 240 y 241 de la Ley de 

Transparencia; 278 y 279 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal 

de aplicación supletoria en la materia, se requirió al sujeto obligado para que 

proporcionara la siguiente información: 

 
“… 
a. Informe si existen investigaciones concluidas en contra de la persona precisada en las 
solicitudes de información, donde se haya determinado sancionarla o inhabilitarla.  
b. De ser el caso, indique si la determinación ha quedado firme o si está en trámite algún 
medio de impugnación en su contra. 
…”  

 

VI. Alegatos del sujeto obligado. El veintiuno de abril de dos mil veintidós, el sujeto 

obligado remitió, a través del Sistema de comunicación con los sujetos obligados de la 

Plataforma Nacional de Transparencia, el oficio SCG/UT/266/2022, de la misma fecha de 

su recepción, suscrito por el Titular de la Unidad de Transparencia del sujeto obligado y 

dirigido a la Comisionada Ciudadana Ponente en los siguientes términos: 

 
“… 
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A L E G A T O S 
 
PRIMERO. - Mediante oficio SCG/DGRA/0801/2022 de fecha 13 de abril de 2022, recibido por 
la Unidad de Transparencia el 13 de abril de 2022, signado por el Director General de 
Responsabilidades Administrativas, así como el oficio, SCG/DGCOICS/0514/2022 de fecha 
13 de abril de 2022, recibido por la Unidad de Transparencia el 13 de abril de 2022, signado 
por la Directora de Coordinación de Órganos Internos de Control Sectorial “A”, dichas unidad 
administrativas procedieron a manifestar los siguientes alegatos: 
 
Dirección General de Responsabilidades Administrativas. 
I. Contestación de Agravios 
 
Se hace de su conocimiento que la Dirección General de Responsabilidades Administrativas 
dio contestación a lo requerido a través del oficio SCG/DGRA/414/2022, mediante el cual se 
señaló: 
 
En este sentido, con fundamento en los artículos 2, 13, 14, 211 y 212 de la Ley de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de 
México, y en apego al criterio adoptado por la mayoría de los integrantes Comité de 
Transparencia en la vigésima Primera Sesión Extraordinaria del año 2021, celebrada el cuatro 
de agosto de dos mil veintiuno, se emite la siguiente respuesta: 
 
Con fundamento en el artículo 186, párrafo primero, de la Ley de Transparencia, Acceso a la 
información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, esta Dirección General 
de Responsabilidades Administrativas considera como confidencial el pronunciamiento en 
sentido afirmativo o negativo respecto de la existencia o inexistencia de inhabilitaciones, 
sanciones o investigaciones en contra de la persona referida por el solicitante, en virtud de 
que ello implicaría revelar un aspecto de su vida privada, al dar a conocer su probable 
vinculación con investigaciones o expedientes administrativos de responsabilidades, poniendo 
en entredicho su imagen, honor y dignidad. 
 
Lo anterior es así, ya que, en caso de proporcionar la información requerida se estaría 
afectando la buena imagen, el honor y el buen nombre de la persona en cita, pues el hecho 
de revelar cualquier información relativa a la existencia o inexistencia de inhabilitaciones, 
sanciones o investigaciones en su contra por la presunta comisión de posibles irregularidades 
administrativas, podría implicar su exposición en demérito de su reputación y dignidad, siendo 
que este tipo de derechos se basa en que toda persona, por el hecho de serlo, se le debe 
considerar honorable y merecedora de respeto, de modo tal que a través del ejercicio de otros 
derechos no se puede dañar a una persona en la estimación y confianza que los demás tienen 
de ella en el medio social en que se desenvuelve, que es donde directamente repercute en su 
agravio. 
 
Cabe destacar que, el artículo 4, párrafo primero, de la Ley de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, establece que en la 
aplicación e interpretación de dicha Ley deberán prevalecer el principio de máxima publicidad, 
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conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la 
particular de la Ciudad de México, los tratados internacionales de los que el Estado mexicano 
sea parte. 
En este sentido, el artículo 12 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el 
artículo 11 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos y artículo 17 del Pacto 
Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, coinciden en que nadie será objeto de 
injerencias arbitrarias en su vida privada, familia, domicilio o su correspondencia, así como 
tampoco de ataques ilegales a su honra o a su reputación. De igual manera, prevén que toda 
persona tiene derecho a la protección de la Ley contra injerencias ataques, así como el 
derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 
 
Igualmente, se destaca que, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha 
sostenido en la jurisprudencia número 1a./J. 118/2013 (10a.), cuyo rubro es: "DERECHO 
FUNDAMENTAL AL HONOR. SU DIMENSIÓN SUBJETIVA Y OBJETIVA.", que el honor es 
el concepto que la persona tiene de sí misma o que los demás se han formado de ella, en 
virtud de su proceder o de la expresión de su calidad ética y social; en el campo jurídico, es 
un derecho humano que involucra la facultad de cada individuo de ser tratado de forma 
decorosa. Asimismo, dicha jurisprudencia expone que, este derecho tiene dos elementos, el 
subjetivo, que se basa en un sentimiento intimo que se exterioriza por la afirmación que la 
persona hace de su propia dignidad, y en un sentimiento objetivo, que es la estimación 
interpersonal que la persona tiene por sus cualidades morales y profesionales dentro de la 
comunidad. En el aspecto subjetiva, honor es lesionado por todo aquello que lastima el 
sentimiento de la propia dignidad, y en el aspecto objetivo, el honor es lesionado por todo 
aquello que afecta a la reputación que la persona merece. 
 
Conforme a lo expuesto, esta Autoridad estima que el emitir un pronunciamiento en sentido 
afirmativo o negativo respecto de la existencia o inexistencia de inhabilitaciones, sanciones o 
investigaciones en contra de la persona referida por el solicitante, podría generar que terceras 
personas realicen un juicio anticipado de reproche hacia ella, de modo que se podría vulnerar 
su esfera privada y su honra, al generar un juicio o percepción negativa sobre su reputación y 
dignidad. 
 
No obstante, en congruencia con el criterio adoptado por esta Dirección General, se emitirá el 
voto correspondiente. 
 
Por lo anterior, se reitera que de conformidad con lo señalado por el artículo 186, párralo 
primero, de la Ley de Transparencia, Acceso a la información Pública y Rendición de Cuentas 
de la Ciudad de México, se propone la clasificación del pronunciamiento en sentido afirmativo 
o negativo respecto de la existencia o inexistencia de inhabilitaciones, sanciones o 
investigaciones en contra de la persona referida por el solicitante, por lo que se solicita se fije 
fecha y hora a efecto de someter a consideración del Comité de Transparencia de la Secretaria 
de la Contraloría General dicha clasificación en su modalidad de confidencial. 
 
Ahora bien, a efecto de brindar atención al Recurso de Revisión: 
INFOCDMX/RR.IP.1364/2022, por lo que hace al agravio único señalado por el ahora 
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recurrente, en lo referente a "el sujeto obligado tiene que pronunciarse sobre sanciones 
firmes", la Dirección de Substanciación y Resolución informó: 
Al respecto, de acuerdo a las atribuciones de esta Dirección de Substanciación y Resolución, 
establecidas en el artículo 253 del Reglamento Interior del Poder Ejecutivo y de la 
Administración Pública y con fundamento en los artículos 2, 13, 14 y 212 de la Ley de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de 
México, se indica que después de una búsqueda exhaustiva en los archivos de esta Dirección 
de Substanciación y Resolución, en términos del artículo 219, de la citada ley, que establece 
que los sujetos obligados entregarán documentos que se encuentren en sus archivos, así 
como que la obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la 
misma, ni el presentarla conforme al interés particular del solicitante: bajo esa tesitura, 
derivado de una nueva búsqueda realizada a los archivos de esta Dirección de Substanciación 
y Resolución, al día de hoy 12 de abril de 2022, NO SE CUENTAN CON ANTECEDENTES 
DE SANCIONES FIRMES IMPUESTAS POR ESTA AUTORIDAD EN CONTRA DE LA 
PERSONA SEÑALADA POR EL AHORA RECURRENTE 
 
Aunado a lo anterior, esta Dirección General reitera la respuesta brindada en atención a la 
Solicitud de Acceso a la Información Pública con número de folio 090161822000527 mediante 
oficio SCG/DGRA/414/2022 de fecha 02 de marzo de 2022, en la cual se solicitó clasificar el 
pronunciamiento en sentido afirmativo o negativo respecto de la existencia o inexistencia de 
inhabilitaciones, sanciones o investigaciones en contra de la persona referida por el solicitante, 
lo cual fue aprobado por unanimidad de los vocales miembros del Comité de Transparencia 
de la Secretaría de la Contraloría General en la Décima Segunda Sesión Extraordinaria que 
tuvo verificativo el 04 de marzo del presente año, con el siguiente Acuerdo: 
 
ACUERDO CT-E/12-07/22: Mediante propuesta de la Dirección General Responsabilidades 
Administrativas y el Órgano Interno de Control en Jefatura de Gobierno, adscrito a la Dirección 
General de Coordinación de Órganos Internos de Control Sectorial de la Secretaria de la 
Contraloría General de la Ciudad de México, con motivo de la Solicitud de Información Pública 
con número de folio: 090161822000527, este Comité de Transparencia acuerda por 
unanimidad de votos, CONFIRMAR la clasificación en su modalidad de CONFIDENCIAL, el 
pronunciamiento el sentido afirmativo o negativo respecto de la existencia o inexistencia de 
inhabilitaciones, sanciones o investigaciones en contra de la persona referida por el solicitante: 
lo anterior, de conformidad con el artículo 186 primer párrafo de la Ley de Transparencia, 
Acceso a la información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México. Así mismo 
se da cuenta del voto particular presentado por el vocal suplente de la Dirección General de 
Responsabilidades Administrativas 
 
Por lo antes señalado, el Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública, 
Protección de Datos Personales y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México deberá tener 
por atendido el Recurso de Revisión que nos ocupa y confirmar la respuesta otorgada en 
términos de lo señalado por el artículo 244, fracción III, de la Ley de Transparencia, Acceso a 
la información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México. 
 
Dirección de Coordinación de Órganos Internos de Control Sectorial “A”: 
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Órgano Interno de Control en la Jefatura de Gobierno  
 
“(…) 
 
1. – Se informa que esta Dirección de Coordinación de Órganos Internos de Control Sectorial 
“A”, turnó para su atención el Recurso de Revisión INFOCDMX/RR.IP.1364/2022, al Órgano 
Interno de Control en la Jefatura de Gobierno, quien mediante oficio SCG/OICJG/0489/2022, 
de fecha once de abril de dos mil veintidós, la Titular del Órgano Interno de Control en la 
Jefatura de Gobierno, manifestó lo siguiente: 
 
“Al respecto de las manifestaciones realizadas por el solicitante, debe señalarse que las 
mismas resultan carentes de todo fundamento legal, ya que mediante oficio número 
SCG/OICJG/0240/2022 de fecha 23 de febrero de 2022, este Órgano Interno de Control en la 
Jefatura de Gobierno contestó lo siguiente: 
 
“…Atento a lo anterior, a efecto de dar cumplimiento a lo previsto en los artículos 2, 3, 4, 6 
fracciones XIII y XXV, 8,11, 21,22, 24, 208 y 212 de la Ley de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México y 136 fracción XXXIV del 
Reglamento Interior del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad México; 
una vez realizada la búsqueda exhaustiva en los archivos, registros y sistemas con los que 
cuenta este Órgano Interno de Control y del análisis realizado, informo que esta Unidad 
Administrativa se encuentra imposibilitada jurídicamente para pronunciarse respecto de lo 
solicitado, toda vez que se materializa en el supuesto establecido en el artículo 186, primer 
párrafo, de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas 
de la Ciudad de México, ya que el solo pronunciamiento en el sentido afirmativo o negativo de 
la existencia o inexistencia sobre inhabilitaciones y/o sanciones e investigaciones iniciadas en 
contra de la persona identificada plenamente por el particular, se estaría revelando 
información de naturaleza confidencial, cuya publicidad afectaría la esfera privada de la 
persona, toda vez que se generaría ante la sociedad una percepción negativa sobre su 
persona, situación que se traduciría en una vulneración a su intimidad, prestigio y buen 
nombre, en razón de que terceras personas podrían presuponer su culpabilidad o 
responsabilidad sin que éstas hayan sido demostradas o valoradas en juicio hasta la última 
instancia, lo anterior, en apego a lo dispuesto en los artículos 6, apartado A, fracción II, y 16, 
párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 186, primer 
párrafo, de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas 
de la Ciudad de México, y numeral Trigésimo Octavo fracción I de los Lineamientos Generales 
en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración 
de Versiones Públicas. 
 
Derivado de lo anterior, con fundamento en el artículo 216 de la Ley de Transparencia, Acceso 
a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, se propone someter 
a consideración del Comité de Transparencia, en modalidad confidencial, el pronunciamiento 
en sentido afirmativo o negativo de la existencia o inexistencia sobre inhabilitaciones y/o 
sanciones e investigaciones iniciadas en contra de la persona identificada plenamente por el 
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particular, por encuadrar en las hipótesis legales antes referidas, ya que a través del ejercicio 
de otros derechos como es el de acceso a la información, no se puede dañar a una persona 
en su imagen, en el medio social en el que se desenvuelve y que es donde directamente 
repercute el agravio. Así mismo, nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o ilegales 
en su vida privada, su familia, su domicilio o correspondencia, ni de ataques ilegales a su 
honra y reputación; y toda persona tiene derecho a la protección de la Ley contra esas 
injerencias o esos ataques…” 
 
Es decir este Órgano Interno de Control en la Jefatura de Gobierno dio atención a la solicitud 
de información pública número de folio 090161822000527, en apego a lo dispuesto en los 
artículos 6, apartado A, fracción II, y 16, párrafo segundo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 186, primer párrafo, de la Ley de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, y numeral Trigésimo 
Octavo fracción I de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación 
de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas, ya que al ya que el 
solo pronunciamiento en el sentido afirmativo o negativo de la existencia o inexistencia sobre 
investigaciones en trámite o concluidas en contra de la persona identificada plenamente por 
el particular, se estaría revelando información de naturaleza confidencial, cuya publicidad 
afectaría la esfera privada de la persona, toda vez que se generaría ante la sociedad una 
percepción negativa sobre su persona, situación que se traduciría en una vulneración a su 
intimidad, prestigio y buen nombre, en razón de que terceras personas podrían presuponer su 
culpabilidad o responsabilidad sin que éstas hayan sido demostradas o valoradas en juicio 
hasta la última instancia. 
 
Debido a lo anterior, en cumplimiento a lo previsto en el artículo 243 fracción II de la Ley de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de 
México y 136 fracción XXXIV del Reglamento Interior del Poder Ejecutivo y de la 
Administración Pública de la Ciudad de México, este Órgano Interno de Control, clasificó como 
información CONFIDENCIAL el pronunciamiento en el sentido afirmativo o negativo de la 
existencia o inexistencia sobre inhabilitaciones y/o sanciones e investigaciones iniciadas en 
contra de la persona identificada plenamente por el particular, ya que se estaría revelando 
información de naturaleza confidencial, cuya publicidad afectaría la esfera privada de la 
persona, ya que se generaría ante la sociedad una percepción negativa sobre su persona, 
situación que se traduciría en una vulneración a su intimidad, prestigio y buen nombre, en 
razón de que terceras personas podrían presuponer su culpabilidad o responsabilidad sin que 
éstas hayan sido demostradas o valoradas en juicio hasta la última instancia y de darse a 
conocer en sentido afirmativo o negativo se vulneraría el honor, la intimidad, la propia imagen 
y la presunción de inocencia de una persona física identificada e identificable, tal como lo 
informó el sujeto obligado. Lo anterior, se refuerza con la Tesis Aislada P. LXVII/2009, emitida 
por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual señala: “DERECHOS A LA INTIMIDAD, 
PROPIA IMAGEN, IDENTIDAD PERSONAL Y SEXUAL. CONSTITUYEN DERECHOS DE 
DEFENSA Y GARANTÍA ESENCIAL PARA LA CONDICIÓN HUMANA.”, la cual determina 
que es, derecho de todo individuo a no ser conocido por otros en ciertos aspectos de su vida 
y, por ende, el poder de decisión sobre la publicidad o información de datos relativos a su 
persona (derecho a la intimidad).  
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Por otro lado, en cuanto al derecho al honor, la jurisprudencia número 1a./J. 118/2013 (10a.), 
emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo I, Libro 3, de febrero de 2014, página 
470, de la Décima Época, materia constitucional, se desprende que el honor es el concepto 
que la persona tiene de sí misma o que los demás se han formado de ella, en virtud de su 
proceder o de la expresión de su calidad ética y social.  
 
En el campo jurídico, es un derecho humano que involucra la facultad de cada individuo de 
ser tratado de forma decorosa. Este derecho tiene dos elementos, el subjetivo, que se basa 
en un sentimiento íntimo que se exterioriza por la afirmación que la persona hace de su propia 
dignidad y, en un sentimiento objetivo, que es la estimación interpersonal que la persona tiene 
por sus cualidades morales y profesionales dentro de la comunidad. En el aspecto subjetivo, 
el honor es lesionado por todo aquello que lastima el sentimiento de la propia dignidad. En el 
aspecto objetivo, el honor es lesionado por todo aquello que afecta a la reputación que la 
persona merece.  
 
Adicionalmente, en relación a este derecho [al honor], el Máximo Tribual también ha señalado 
que aunque no esté expresamente contenido en la Carta Magna, ésta obliga su tutela en 
términos de lo previsto en el artículo 1 Constitucional, como se muestra en la tesis aislada 
número I.5o.C.4 K (10a.), emitida por Tribunales Colegiados de Circuito, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 2, Libro XXI, de junio de 2013, página 
1258, de la Décima Época, materia constitucional, de rubro y texto siguiente: DERECHOS AL 
HONOR, A LA INTIMIDAD Y A LA PROPIA IMAGEN. CONSTITUYEN DERECHOS 
HUMANOS QUE SE PROTEGEN A TRAVÉS DEL ACTUAL MARCO CONSTITUCIONAL.  
 
A partir de lo expuesto, se colige que el sujeto obligado cuenta con una imposibilidad jurídica 
para pronunciarse en sentido afirmativo o negativo respecto de los requerimientos, ya que 
prejuzgaría y generaría un daño en el honor y la intimidad de las personas señaladas en la 
solicitud, vulnerando el principio de presunción de inocencia, el derecho al honor y a la 
intimidad, asimismo, se estaría revelando información de naturaleza confidencial sobre una 
persona identificada e identificable.  
 
 Por lo antes expuesto, se solicita a ese H. Instituto desestimar las inconformidades señaladas 
por el particular, por ser manifestaciones subjetivas y carecer de validez jurídica, ya que como 
ese propio Instituto puede corroborar en la respuesta proporcionada, este Órgano Interno de 
Control proporcionó una respuesta debidamente fundada y motivada, con lo cual queda 
demostrado que la solicitud de acceso a la información pública fue atendida debidamente por 
este sujeto obligado, razón por la cual se solicita a ese H. Instituto desestimar las 
inconformidades señaladas por el ahora recurrente.  
 
En este sentido y como puede observarse este Órgano Interno de Control proporcionó una 
respuesta clara, precisa y de conformidad con los plazos establecidos en la Solicitud de 
Acceso a la Información Pública, atendiendo a los principios de legalidad, certeza jurídica, 
imparcialidad, información, celeridad, veracidad y máxima publicidad que rigen el actuar de 



     

 

COMISIONADA CIUDADANA PONENTE:  

MARINA ALICIA SAN MARTÍN 

REBOLLOSO 

SUJETO OBLIGADO: 

SECRETARÍA DE LA CONTRALORÍA 

GENERAL 

EXPEDIENTE: INFOCDMX/RR.IP.1364/2022 

en cumplimiento del RIA 299/22.  

 

14 
 

este sujeto obligado; a efecto de garantizar el Derecho de Acceso a la Información Pública del 
hoy recurrente, situación que el propio Instituto ya constató con los archivos que extrajo del 
sistema y remitió a este sujeto obligado, dicha respuesta fue proporcionada en atención al folio 
090161822000527, y se otorgó de conformidad con la Legislación de la materia. 
 
[…] 
 
SEGUNDO. - De conformidad con el artículo 244, fracción III, de la Ley de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México1, se solicita 
que se CONFIRME la respuesta de este sujeto obligado, toda vez que cumple en su totalidad 
con los requerimientos de la solicitud de información. 
 
Esto es así, puesto que el artículo 186, párrafo primero, de la Ley de Transparencia, Acceso 
a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, consagra que toda 
información que contenga datos personales concernientes a una persona identificada o 
identificable, se considerara de carácter confidencial.  
 
En tal virtud, como ha quedado debidamente señalado por la Directora General de 
Coordinación de Órganos Internos de Control Sectorial “A”, en su respuesta primigenia “(…) 
el solo pronunciamiento en el sentido afirmativo o negativo de la existencia o inexistencia sobre 
inhabilitaciones y/o sanciones e investigaciones iniciadas en contra de la persona identificada 
plenamente por el particular, se estaría revelando información de naturaleza confidencial, cuya 
publicidad afectaría la esfera privada de la persona, toda vez que se generaría ante la 
sociedad una percepción negativa sobre su persona, situación que se traduciría en una 
vulneración a su intimidad, prestigio y buen nombre, en razón de que terceras personas 
podrían presuponer su culpabilidad o responsabilidad sin que éstas hayan sido demostradas 
o valoradas en juicio hasta la última instancia (…)”; tal circunstancia encuadra en el supuesto 
previsto en el artículo 186, párrafo primero, de la Ley anteriormente citada, ya que la 
información que requerida por el recurrente, es de carácter confidencial y al identificar al 
servidor público señalado en la solicitud de información pública, otorgar la información en los 
términos que lo solicitó, podría vulnerar la esfera jurídica, intimidad y honor del mismo, máxime 
que existe plena identificación de la persona servidora pública. 
 
En este sentido, toda vez que la información de interés del particular fue clasificada en su 
modalidad de confidencial por las unidades administrativas competentes, de conformidad con 
el artículo 186, párrafo primero, es necesario, con la finalidad de cumplir cabalmente con lo 
señalado en la Ley en materia, motivar la clasificación, señalar las razones o circunstancias 
especiales que lo llevaron a concluir que el caso en particular se ajusta al supuesto previsto, 
lo cual tiene por objeto demostrar e identificar algún perjuicio significativo al interés público; tal 
condición tuvo verificativo, pues mediante oficios SCG / DGRA / 414 /2022, signado por el 
Director General de Responsabilidades Administrativas y SCG/ DGCOICS / DCOICS “A”/ 300/ 
2022, signado por la Directora Coordinación en Órganos Internos de Control Sectorial “A”, en 
los cuales se hizo del conocimiento del particular de manera fundada y motivada, la razón por 
la que dichas unidades administrativas determinaron clasificar la información, para que se 
sometiera a consideración del Comité de Transparencia de esta Secretaría y en su caso fuera 
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aprobada, acontecimiento que tuvo verificativo en la Décima Segunda Sesión Extraordinaria, 
de fecha 04 de marzo de 2022, en la cual el Comité de Transparencia resolvió lo siguiente: 
 
ACUERDO CT-E/12-07/22: Mediante propuesta de la Dirección General Responsabilidades 
Administrativas y el Órgano Interno de Control en Jefatura de Gobierno, adscrito a la Dirección 
General de Coordinación de Órganos Internos de Control Sectorial de la Secretaría de la 
Contraloría General de la Ciudad de México, con motivo de la Solicitud de Información Pública 
con número de folio: 090161822000527, este Comité de Transparencia acuerda por 
unanimidad de votos, CONFIRMAR la clasificación en su modalidad de CONFIDENCIAL, el 
pronunciamiento en sentido afirmativo o negativo respecto de la existencia o inexistencia de 
inhabilitaciones, sanciones o investigaciones en contra de la persona referida por el solicitante; 
lo anterior, de conformidad con el artículo 186 primer párrafo de la Ley de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México. Así mismo 
se da cuenta del voto particular presentado por el vocal suplente de la Dirección General de 
Responsabilidades Administrativas. 
 
Por lo tanto, como puede desprenderse, se ha dado cabal cumplimiento a todos los extremos 
de la solicitud de información, atendiendo con ello al principio de congruencia toda vez que 
existe correspondencia entre lo solicitado y la información entregada y al principio de 
exhaustividad al contestar cada uno de los extremos de la solicitud 
 
[…] 
 
En este tenor, se solicita que se CONFIRME la respuesta de este sujeto obligado en razón de 
que se le dio cabal cumplimiento a su solicitud de información, señalado en el artículo 244, 
fracción III de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de 
Cuentas de la Ciudad de México.  
 
En sustento de lo anterior, a efecto de que cuente con elementos suficientes para resolver el 
presente recurso de revisión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 243 fracción III de 
la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad 
de México, este sujeto obligado ofrece las siguientes: 
 

PRUEBAS 
 

PRIMERO: LA DOCUMENTAL PÚBLICA. Consistente en el oficio SCG / DGRA / 414 /2022, 
de fecha 02 de marzo de 2022, suscrito por el Director General de Responsabilidades 
Administrativas, mismo que fue recibido por esta Unidad de Transparencia el día 02 de marzo 
de 2022, así como el oficio SCG/ DGCOICS / DCOICS “A”/ 300/ 2022, de fecha 24 de febrero 
de 2022, suscrito por la Directora Coordinación en Órganos Internos de Control Sectorial “A”, 
mismo que fue recibido por esta Unidad de Transparencia el día 24 de febrero de 2022 , 
mediante el cual se acredita la atención de la totalidad de la solicitud de acceso a la 
información interpuesta por el particular de manera fundada y motivada. 
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SEGUNDO: LA DOCUMENTAL PÚBLICA: Consistente en el oficio SCG / DGRA / 0801 /2022, 
de fecha 13 de abril de 2022, suscrito por el Director General de Responsabilidades 
Administrativas, mismo que fue recibido por esta Unidad de Transparencia el día 13 de abril 
de 2022, así como el oficio SCG/ DGCOICS / DCOICS “A”/ 514 / 2022, de fecha 13 de abril 
de 2022, suscrito por la Directora Coordinación en Órganos Internos de Control Sectorial “A”, 
mismo que fue recibido por esta Unidad de Transparencia el día 13 de abril de 2022, mediante 
el cual se brindan los alegatos que dan atención al presente Recurso. 
 
TERCERO. LA DOCUMENTAL PÚBLICA: Consistente en la remisión de los presentes 
alegatos a este H. Instituto y al ahora recurrente en fecha 21 de abril de 2022, así como su 
constancia de notificación, por el que se documenta la atención debida del presente recurso 
de revisión. 
 
CUARTO. LA INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES: Consistente en todo lo que favorezca a 
los intereses de la Secretaría de la Contraloría General, misma que se relaciona con los 
argumentos y razonamientos contenidos en el presente informe. 
…” 

 

El sujeto obligado acompañó a su oficio de alegatos diversas documentales entre las que 

se destacan las entregadas al particular como respuesta a su solicitud de información y 

otras que dan cuenta de que las documentales que constituyen los alegatos también 

fueron hechas del conocimiento al recurrente.  

 

Finalmente, se destaca que el sujeto obligado desahogó el requerimiento que le fue 

formulado a través del acuerdo de admisión, mediante los oficios SCG/UT/267/2022 del 

veintiuno de abril de dos mil veintidós, suscrito por el Titular de la Unidad de 

Transparencia, SCG/OICJG/0490/2022, signado por la Titular del Órgano Interno de 

Control en la Jefatura de Gobierno, y SCG/DGRA/802/2022, signado por el Director 

General de Responsabilidades Administrativas. 

 

VII. Ampliación y cierre de instrucción. El veintitrés de mayo de dos mil veintidós, se 

decretó el cierre del periodo de instrucción y ordenó la elaboración del proyecto de 

resolución correspondiente. 

 

Asimismo, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 239, primer párrafo, de la Ley 

de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad 

de México, se acordó la ampliación del plazo para resolver el presente medio de 
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impugnación por diez días hábiles más, al considerarse que existía causa justificada para 

ello. 

 

VIII. Resolución emitida por este Instituto. El veinticinco de mayo de dos mil veintidós 

el Pleno de este Instituto de Transparencia emitió resolución respecto de los recursos de 

revisión interpuestos por la persona recurrente en contra de las respuestas emitidas por 

la Secretaría de la Contraloría General, determinándose lo siguiente: 

 
“… 
Tomando en consideración las categorías de datos personales, este Instituto considera que, 
lo solicitado se trata de información confidencial que se corresponde con datos personales 
relacionados con procedimientos administrativos y/o jurisdiccionales, definidos estos como la 
información relativa a si una persona que se encuentra sujeta a un procedimiento 
administrativo seguido en forma de juicio o jurisdiccional en materia laboral, civil, penal, fiscal, 
administrativa o de cualquier otra rama del Derecho, que de darse a conocer en sentido 
afirmativo o negativo vulneraría el honor, lo intimidad, la propia imagen y la presunción de 
inocencia de una persona física identificada e identificable, tal como lo informó el sujeto 
obligado.  
 
Lo anterior, guarda relación con lo establecido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
la cual ha reconocido como derechos fundamentales de las personas, el derecho a la intimidad 
y a la propia imagen, en el siguiente criterio: 
 
[Se realiza transcripción] 
 
Por otro lado, en cuanto al derecho al honor, la jurisprudencia número 1a./J. 118/2013 (10a.), 
emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo I, Libro 3, de febrero de 2014, página 
470, de la Décima Época, materia constitucional, dispone: 
 
[Se realiza transcripción] 
 
De la tesis transcrita se desprende que el honor es el concepto que la persona tiene de sí 
misma o que los demás se han formado de ella, en virtud de su proceder o de la expresión de 
su calidad ética y social.  
 
Adicionalmente, en relación a este derecho al honor, el Máximo Tribual también ha señalado 
que aunque no esté expresamente contenido en la Carta Magna, esta obliga su tutela en 
términos de lo previsto en el artículo 1 Constitucional, como se muestra en la tesis aislada 
número I.5o.C.4 K (10a.), emitida por Tribunales Colegiados de Circuito, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 2, Libro XXI, de junio de 2013, página 
1258, de la Décima Época, materia constitucional, de rubro y texto siguiente: 
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[Se realiza transcripción] 
 
Conforme a lo anterior, se desprende que dar a conocer la existencia o no de las denuncias, 
investigaciones o averiguaciones previas, iniciadas en contra de la persona en cuestión, en su 
carácter de particular, constituye información confidencial que afecta su esfera privada, puesto 
que podría generar una percepción negativa de éste, sin que se hubiere probado su 
responsabilidad o culpabilidad, ocasionando un perjuicio en su honor, intimidad y buena 
imagen.  
 
Ahora bien, en relación con el principio de presunción de inocencia, debe decirse que, en el 
orden jurídico nacional, se encuentra su base dentro de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, la cual establece lo siguiente: 
 
[Se realiza transcripción] 
 
En este contexto, la norma suprema consagra como uno de los derechos de toda persona 
imputada el relativo a que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad 
mediante sentencia firme, en la que se compruebe la culpabilidad del sujeto a proceso, en la 
comisión del delito. 
 
En ese sentido, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su artículo 11, numeral 
1, señala que toda persona acusada de la comisión de algún delito tiene derecho a que se le 
presuma su inocencia mientras no se compruebe su culpabilidad.5  
 
Por otra parte, la tesis aislada número 2a. XXXV/2007, emitida por la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Tomo XXV, de mayo de dos mil siete, página 1186, de la Novena Época, materia 
constitucional y penal, establece: 
 
[Se realiza transcripción] 
 
Conforme a lo antes expuesto, se considera que dar a conocer la existencia o no de alguna 
queja, denuncia, investigación o averiguación previa, iniciada en contra de las personas 
servidoras en cuestión, afectaría su esfera íntima, pues su divulgación menoscabaría su 
presunción de inocencia.  
 
Situación que se traduciría en una vulneración a su derecho al honor, buen nombre, imagen y 
a su intimidad, puesto que terceras personas podrían presuponer su actuación.  
 
En este orden, se observa que, el hecho de que el sujeto obligado se pronuncie sobre lo 
solicitado conllevaría la revelación de información que podría implicar su exposición pública, 
en demérito de su reputación y dignidad, recordando que éste tipo de derechos, se basa en 
que toda persona sin distingo alguno, por el hecho de serlo, se le debe considerar honorable, 
merecedora de respeto, de modo tal que a través del ejercicio de otros derechos, no se puede 
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dañar a una persona en su honor o en la estimación y confianza que los demás tienen de ella 
en el medio social en que se desenvuelve y que es donde directamente repercute en su 
perjuicio, indistintamente de si se trata de una persona servidora pública o no.  
 
A partir de lo expuesto, se colige que el sujeto obligado cuenta con una imposibilidad jurídica 
para pronunciarse en sentido afirmativo o negativo respecto de los requerimientos, ya que 
prejuzgaría y generaría un daño en el honor y la intimidad de las personas señaladas en la 
solicitud, vulnerando el principio de presunción de inocencia, el derecho al honor y a la 
intimidad, asimismo, se estaría revelando información de naturaleza confidencial sobre una 
persona identificada e identificable.  
 
Lo anteriormente expuesto, se robustece con los hechos notorios que contiene el criterio 
determinado por el Pleno de este Órgano Garante en las resoluciones emitidas dentro de los 
expedientes INFOCDMX/RR.IP.2520/2021 en fecha dos de febrero y 
INFOCDMX/RR.IP.0696/2022 en fecha veinte de abril. Esto con fundamento en el primer 
párrafo, del artículo 125 de la Ley de Procedimiento Administrativo de la Ciudad de México y 
el diverso 286 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, ordenamientos 
de aplicación supletoria a la ley de la materia, que a la letra disponen: 
 
[Se realiza transcripción] 
 
Asimismo, da sustento a la determinación anterior, la siguiente Jurisprudencia emitida por el 
Poder Judicial de la Federación: HECHO NOTORIO. PARA QUE SE INVOQUE COMO TAL 
LA EJECUTORIA DICTADA CON ANTERIORIDAD POR EL PROPIO ÓRGANO 
JURISDICCIONAL, NO ES NECESARIO QUE LAS CONSTANCIAS RELATIVAS DEBAN 
CERTIFICARSE.  
 
Con base en lo expuesto, la clasificación invocada por el sujeto obligado en su respuesta es 
procedente conforme a derecho, no obstante, para su validez debe observarse lo dispuesto 
por el artículo 216 de la Ley de Transparencia 
 
[Se realiza transcripción] 
 
Conforme al artículo anterior, la Secretaría de la Contraloría General debió entregar a la 
persona solicitante la resolución de su comité de transparencia por la que se clasificó la 
información como confidencial, en su lugar, el sujeto obligado entregó un documento 
denominado “CT-E/12/2022” que carece de las firmas de los miembros del comité de 
transparencia.  
 
En conclusión, el agravio formulado por la parte recurrente es infundado, no obstante, el sujeto 
obligado no entregó el acta de su comité de transparencia en donde se confirmó la clasificación 
de la información solicitada, debidamente firmada por los miembros de dicho cuerpo 
colegiado. 
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CUARTA. Decisión. En virtud de lo expuesto en la consideración Tercera, de conformidad con 
el artículo 244, fracción V, de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, este Instituto determina que lo conducente es 
REVOCAR la respuesta otorgada por el sujeto obligado para el efecto de que:  
 
• Entregue el acta de su Comité de Transparencia, firmada por sus miembros, por la que se 
fundó y motivó la clasificación de la información como confidencial.  
 
La respuesta emitida en cumplimiento de este fallo deberá hacerse del conocimiento de la 
parte recurrente a través del medio que señaló para recibir notificaciones durante el 
procedimiento y para su cumplimiento se otorga al sujeto obligado un plazo de diez días 
hábiles, contados a partir del día hábil siguiente al de la notificación de esta resolución.  
QUINTA. Responsabilidad. En el caso en estudio esta autoridad no advirtió que servidores 
públicos del sujeto obligado hayan incurrido en posibles infracciones a la Ley de 
Transparencia, Acceso a la Información y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, por 
lo que no ha lugar a dar vista a la Secretaría de la Contraloría General.  
 
Por lo expuesto y fundado, el Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública, Protección de Datos Personales y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México  
 
R E S U E L V E: 
 
PRIMERO. Por las razones expuestas en la consideración tercera de esta resolución, y con 
fundamento en el artículo 244, fracción V, de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, se REVOCA la respuesta emitida 
por la Secretaría de la Contraloría General, para el efecto de lo instruido en la consideración 
cuarta de esta resolución. 
 
SEGUNDO. Con fundamento en los artículos 257 y 258 de la Ley de Transparencia, Acceso 
a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, se instruye al sujeto 
obligado para que informe a este Instituto por escrito, sobre el cumplimiento a lo ordenado en 
el punto Resolutivo Primero, al día siguiente de concluido el plazo concedido para dar 
cumplimiento a la presente resolución, anexando copia de las constancias que lo acrediten. 
Con el apercibimiento de que, en caso de no dar cumplimiento dentro del plazo referido, se 
procederá en términos de la fracción III, del artículo 259 de la Ley de la materia.  
 
TERCERO. En cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 254 de la Ley de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, se informa 
a la parte recurrente que, en caso de estar inconforme con la presente resolución, podrá 
impugnarla ante el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Protección de Datos Personales o ante el Poder Judicial de la Federación, sin poder agotar 
simultáneamente ambas vías.  
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CUARTO. Se pone a disposición de la parte recurrente el teléfono 56 36 21 20 y el correo 
electrónico ponencia.sanmartin@infocdmx.org.mx para que comunique a este Instituto 
cualquier irregularidad en el cumplimiento de la presente resolución. 
  
QUINTO. Este Instituto, a través de la Ponencia de la Comisionada Ciudadana Marina Alicia 
San Martín Rebolloso, dará seguimiento a la presente resolución, llevando a cabo las 
actuaciones necesarias para asegurar su cumplimiento y, en su momento, informará a la 
Secretaría Técnica, en términos del Acuerdo mediante el cual, se adicionan y modifican 
diversas disposiciones al Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública, Protección de Datos Personales y Rendición de Cuentas de la Ciudad de 
México, relativas a la facultad de las Comisionadas y los Comisionados, a través de las 
respectivas ponencias, para dar seguimiento al cumplimiento de las resoluciones que emita el 
Pleno, aprobado en Sesión Pública el dos de octubre de dos mil veinte. 
…” 

 

IX. Notificación de la resolución. El dos de junio de dos mil veintidós la Secretaría de 

Técnica de este Instituto notificó al sujeto obligado la resolución descrita en el inciso que 

antecede.  

 

X. Recurso de inconformidad. El veintiuno de junio de dos mil veintidós la persona 

recurrente interpuso recurso de inconformidad en contra de la resolución emitida por este 

órgano garante el veinticinco de mayo de dos mil veintidós, manifestando lo siguiente: 

 
“ 
A quien corresponda 
  
Por este medio, interpongo recurso de inconformidad ante el INAI a fin 
de que se revise el deficiente actuar del INFOCDMX en relación a mi solicitud 
de información relacionada con los recursos públicos que se proporcionaron como 
apoyo para las víctimas del sismo de septiembre de 2017 e información 
relacionada al mismo. 
  
Considero que la resolución del OGL no analiza a fondo todas las 
cuestiones planteadas desde mi solicitud, la deficiente respuesta del sujeto 
obligado y luego mi inconformidad, de ahí que requiero una nueva revisión 
atendiendo a la interpretación amplia que se realiza de las actuaciones de los 
órganos garantes locales a fin de que se me haga entrega de toda la información 
que solicité de manera inicial y que puedan cubrirse las deficiencias en las 
que incurrió el INFOCDMX. 
  
Cabe aclarar que esta solicitud y asunto en general se relacionan con 
un grave ejercicio ilícito de recursos públicos que no ha sido investigado a 
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fondo por las autoridades competentes, dejando en impunidad a quienes 
estuvieron a cargo de la administración de recursos como lo fue César Cravioto 
durante toda su gestión. 
 Se que el INAI es la instancia más alta que ha abierto diversos 
asuntos por relacionarlos con actos de corrupción, interés público y que 
también instruye por tal razón la entrega de información en la PNT o su 
publicación digital por considerarlo relevante para la población, de ahí que 
solicito que de manera amplia se analice mi queja para que este recurso tenga 
una segunda revisión al quejarme de la negativa con la que el OGL ha analizado 
mi asunto a través de su resolución deficiente y sin atender todas mis 
pretensiones. 
 
Recursos de Revisión: INFOCDMX/RR.IP.1364/2022 
 
Solicitud: 090161822000527 
…” (sic) 

 

XI. Resolución de INAI. El diecisiete de agosto de dos mil veintidós el Pleno del Instituto 

Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales 

emitió resolución en el expediente del recurso de inconformidad RIA 299/22, 

determinando lo siguiente: 

 
“… 
Por todo lo antes expuesto, se considera que no procede la clasificación del pronunciamiento 
sobre la existencia o inexistencia de resoluciones de los procedimientos en los que se 
impusieron sanciones en contra de determinado servidor público, y ésta se encuentre firme. 
 
Finalmente, aún y cuando el Organismo Garante Local no validó la resolución emitida por el 
Comité de Transparencia, derivado de que no se encontraba debidamente formalizada; lo 
cierto, es que no resultó procedente la confidencialidad de la totalidad de la información 
requerida; por lo cual, se considera necesario que el Comité de Transparencia emita una 
nueva resolución en la que únicamente se confirme la clasificación del pronunciamiento sobre 
la existencia o inexistencia de investigaciones iniciadas en contra de la persona identificada 
plenamente por el particular, siempre que éstas se encuentren en trámite; así como, de 
procedimientos concluidos que hayan derivado en una sanción impuesta por faltas 
administrativas graves o no graves y que éstas no se encuentren firmes o bien hayan sido 
absolutorias. Lo anterior, con fundamento en el párrafo primero del artículo 186 de la Ley de 
Transparencia Local. 
 
Conforme a lo anterior, este Instituto advierte que el agravio de la parte recurrente, 
fundamentado en la fracción I del artículo 160 de la Ley General de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, resulta fundado, por las consideraciones siguientes: 
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• No resulta procedente respecto de las investigaciones y/o procedimientos concluidos con 
una sanción grave o no grave, debido a que dicha información es susceptible de 
proporcionarse. 
 
• El Organismo Garante Local no validó la resolución emitida por el Comité de Transparencia, 
derivado de que no se encontraba debidamente formalizada. 
 
En consecuencia, con fundamento en el artículo 170, fracción III de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, y toda vez que se tuvieron actos 
consentidos, se estima procedente, REVOCAR la resolución del órgano garante local, e 
instruirle para que, en términos de lo dispuesto por el artículo 172 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, emita una nueva resolución del recurso de 
revisión INFOCDMX/RR.IP.1364/2022, en términos del Resolutivo SEGUNDO de la presente 
determinación. 
 
Finalmente, no debe perderse de vista que la resolución se presenta, es en atención al criterio 
sostenido por la mayoría del Pleno de este Instituto; no obstante, con la finalidad sostener la 
congruencia de los precedentes emitidos sobre el tema en particular y con el criterio de esta 
Ponencia, de conformidad con los principios de eficacia y profesionalismo previstos en el 
artículo 8 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, se presenta 
por cortesía.  
 
Lo anterior es así, ya que, si bien, la suscrita no comparte el criterio sostenido por la mayoría 
del Pleno; lo cierto es que, la falta de disenso o convergencia de ideas de los integrantes del 
pleno no puede ser motivo para retrasar la emisión del fallo que resuelve el presente asunto y 
coartar el derecho de acceso a la información de los solicitantes; máxime, que se debe velar 
estrictamente por el principio de celeridad en los procedimientos de acceso a la información 
que debe velar esta autoridad; de ahí, que se haya presentado la resolución del recurso que 
nos ocupa conforme al criterio que preponderó y en atención a los valores y principios que nos 
rigen, con la finalidad de ser congruentes con el criterio de esta Comisionada, es que la 
presente resolución se sometió al pleno por cortesía. 
…” (sic) 

 

XII. Requerimiento de cumplimiento. El veintitrés de agosto de dos mil veintidós la 

Secretaría Técnica remitió a la Ponencia de la Comisionada Ciudadana Marina Alicia San 

Martín Rebolloso la resolución referida en el numeral que antecede, para el efecto de que 

se dé cumplimiento a lo ordenado por el organismo garante nacional.  

 

En razón de que ha sido debidamente substanciado el presente recurso de revisión y de 

que las pruebas que obran en el expediente consisten en documentales, que se 

desahogan por su propia y especial naturaleza, con fundamento en lo dispuesto por el 
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artículo 243, fracción VII, de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 

Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, y con base en las siguientes 

 

C O N S I D E R A C I O N E S: 

 

PRIMERA. Competencia. El Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública, 

Protección de Datos Personales y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, es 

competente para conocer respecto del asunto, con fundamento en lo establecido en el 

artículo 6, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

artículo 7, apartados D y E, y 49 de la Constitución Política de la Ciudad de México; 37, 

53, fracción II, 239 y 243 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 

Rendición de Cuentas de la Ciudad de México y 2, 12, fracción IV, 14, fracciones III, IV y 

VII, del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información 

Pública, Protección de Datos Personales y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México. 

 

SEGUNDA. Causales de improcedencia. Este Órgano Colegiado realiza el estudio de 

oficio de las causales de improcedencia, por tratarse de una cuestión de orden público y 

de estudio preferente.1 

 

Para tal efecto, se cita el artículo 284 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información 

Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, que contiene las hipótesis de 

improcedencia: 

 
“Artículo 248. El recurso será desechado por improcedente cuando: 
 

a. Sea extemporáneo por haber transcurrido el plazo establecido en la Ley; 
II. Se esté tramitando, ante los tribunales competentes, algún recurso o medio de defensa 
interpuesta por la recurrente; 
III. No se actualice alguno de los supuestos previstos en la presente Ley; 
IV. No se haya desahogado la prevención en los términos establecidos en la presente Ley; 
V. Se impugne la veracidad de la información proporcionada; o  

 
1 Como criterio orientador, la jurisprudencia número 940, publicada en la página 1538 de la segunda parte del Apéndice 
del Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, que a la letra señala: “Improcedencia. Sea que las partes la 
aleguen o no, debe examinarse previamente a la procedencia del juicio de amparo, por ser cuestión de orden público 
en el juicio de garantías.” 
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VI. El recurrente amplíe su solicitud en el recurso de revisión, únicamente respecto de los 
nuevos contenidos.”  

 

De las constancias que obran en el expediente en que se actúa, es posible advertir que 

no se actualiza alguna de las causales de improcedencia del recurso de revisión por lo 

siguiente: 

 

1. La parte recurrente interpuso el recurso de revisión dentro del plazo de quince días 

hábiles previsto en el artículo 236 de la Ley de la materia. 

 

2. Este Instituto no tiene conocimiento de que se encuentre en trámite algún recurso o 

medio de defensa presentado por la parte recurrente, ante los tribunales competentes, 

en contra del acto que impugna por esta vía. 

 
3. En el presente caso, se actualiza la causal de procedencia prevista en el artículo 234, 

fracción I, de la Ley de Transparencia, porque la persona recurrente se inconformó 

por la clasificación de la información.   

 
4. En el caso concreto, no se formuló prevención a la parte recurrente, por lo que el 

recurso de mérito se admitió a trámite por acuerdo de fecha primero de abril de dos 

mil veintidós.  

 
5. La parte recurrente no impugna la veracidad de la respuesta. 

 
6. No se advierte que la parte recurrente haya ampliado o modificado los términos de su 

respuesta al interponer el recurso de revisión que nos ocupa.  

 

Causales de sobreseimiento. Por otra parte, por ser de previo y especial 

pronunciamiento, este Instituto analiza si se actualiza alguna causal de sobreseimiento.  

 

Al respecto, en el artículo 249 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información 

Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, se prevé: 
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“Artículo 249. El recurso será sobreseído cuando se actualicen alguno de los siguientes 
supuestos:  

 
I. El recurrente se desista expresamente;  
II. Cuando por cualquier motivo quede sin materia el recurso; o  
III. Admitido el recurso de revisión, aparezca alguna causal de improcedencia.” 

 

Del análisis realizado por este Instituto, se advierte que no se actualizan las causales de 

sobreseimiento previstas en las fracciones I, II y III, pues la recurrente no se ha desistido 

expresamente de su recurso, este no ha quedado sin materia, ni se ha actualizado, una vez 

que se admitió el recurso, alguna de las causales de improcedencia previstas en el artículo 

248 de la Ley de Transparencia.  

 

En esa tesitura, lo procedente es entrar al estudio de fondo de la controversia. 

 

TERCERA. Estudio de fondo. Con el objeto de ilustrar la controversia planteada y lograr 

claridad en el tratamiento del tema en estudio, resulta conveniente precisar la solicitud de 

información, la respuesta del sujeto obligado, los agravios de la persona recurrente y los 

alegatos formulados por ambas partes. 

 

a) Solicitud de Información. El particular solicitó las documentales donde consten las 

inhabilitaciones y/o sanciones que ha impuesto a una persona servidora pública 

derivado de investigaciones iniciadas como resultado de una verificación, control 

interno y/o auditoría, en términos de las atribuciones que le confiere el Plan para la 

Reconstrucción de la Ciudad de México, durante 2019.  

 

b) Respuesta del sujeto obligado. El sujeto obligado clasificó como confidencial el 

pronunciamiento en el sentido afirmativo o negativo de la existencia o inexistencia 

sobre inhabilitaciones y/o sanciones e investigaciones iniciadas en contra de la 

persona identificada plenamente en la solicitud de información.  

 
c) Agravios de la parte recurrente. Se inconformó por la clasificación de la información.   

 
d) Alegatos. La parte recurrente no formuló alegatos ni ofreció pruebas dentro del plazo 

de siete días hábiles otorgado para tal efecto.  
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Por su parte, el sujeto obligado defendió los términos de su respuesta y solicitó que 

la misma sea confirmada.    

 

Todo lo antes precisado se desprende de las documentales que obran en la Plataforma 

Nacional de Transparencia, las derivadas del recurso de revisión, así como las remitidas 

por el sujeto obligado durante la sustanciación del procedimiento, a las que se les otorga 

valor probatorio en términos de lo dispuesto por los artículos 374 y 402 del Código de 

Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, de aplicación supletoria a la Ley de 

Transparencia, así como con apoyo en la tesis emitida por el Poder Judicial de la 

Federación cuyo rubro es PRUEBAS. SU VALORACIÓN EN TÉRMINOS DEL 

ARTÍCULO 402 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO 

FEDERAL.2 

 

Expuestas las posturas de las partes, este órgano colegiado procede al análisis de la 

legalidad de la respuesta otorgada a la solicitud motivo del presente recurso de revisión, 

con el fin de determinar si el sujeto obligado garantizó el derecho de acceso a la 

información pública de la particular, en términos del único agravio expresado. 

 

En primer lugar, es conveniente tener como referente las directrices en materia del 

derecho de acceso a la información pública que establece la Ley de Transparencia, 

Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México:  

 
“Artículo 1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en el territorio de 

la Ciudad de México en materia de Transparencia, Acceso a la Información, Gobierno Abierto 

y Rendición de Cuentas. 

 

Tiene por objeto establecer los principios, bases generales y procedimientos para garantizar 

a toda persona el Derecho de Acceso a la Información Pública en posesión de cualquier 

autoridad, entidad, órgano y organismo del poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial, Órganos 

 
2 Tesis I.5o.C. J/36 (9a.), emitida en la décima época, por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación en junio de 2012, página 
744 y número de registro 160064. 
 



     

 

COMISIONADA CIUDADANA PONENTE:  

MARINA ALICIA SAN MARTÍN 

REBOLLOSO 

SUJETO OBLIGADO: 

SECRETARÍA DE LA CONTRALORÍA 

GENERAL 

EXPEDIENTE: INFOCDMX/RR.IP.1364/2022 

en cumplimiento del RIA 299/22.  

 

28 
 

Autónomos, Órganos Político Administrativos, Alcaldías y/o Demarcaciones Territoriales, 

Organismos Paraestatales, Universidades Públicas, Partidos Políticos, Sindicatos, 

Fideicomisos y Fondos Públicos, así como de cualquier persona física o moral que reciba y 

ejerza recursos públicos, realice actos de autoridad o de interés público en la Ciudad de 

México. 

… 

Artículo 3. El Derecho Humano de Acceso a la Información Pública comprende solicitar, 

investigar, difundir, buscar y recibir información. 

 

Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los 

sujetos obligados es pública y accesible a cualquier persona en los términos y 

condiciones que se establezcan en la presente Ley, en los tratados internacionales de los 

que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General y la normatividad aplicable en sus 

respectivas competencias; sólo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada 

temporalmente por razones de interés público, en los términos dispuestos por esta Ley. 

… 

Artículo 6. Para los efectos de esta Ley se entiende por: 

… 

XIII. Derecho de Acceso a la Información Pública: A la prerrogativa que tiene toda persona 

para acceder a la información generada, administrada o en poder de los sujetos 

obligados, en los términos de la presente Ley: 

… 

XXXVIII. Rendición de Cuentas: vista desde la perspectiva de la transparencia y el acceso a 

la información, consiste en la potestad del individuo para exigir al poder público informe 

y ponga a disposición en medios adecuados, las acciones y decisiones emprendidas 

derivadas del desarrollo de su actividad, así como los indicadores que permitan el 

conocimiento y la forma en que las llevó a cabo, incluyendo los resultados obtenidos; 

así como la obligación de dicho poder público de cumplir con las obligaciones que se le 

establecen en la legislación de la materia, y garantizar mediante la implementación de los 

medios que sean necesarios y dentro del marco de la Ley, el disfrute del Derecho de Acceso 

a la Información Pública consagrado en el artículo sexto de la Constitución General de la 

República; 

… 

Artículo 7. Para ejercer el Derecho de Acceso a la Información Pública no es necesario 

acreditar derechos subjetivos, interés legítimo o razones que motiven el requerimiento, 

ni podrá condicionarse el mismo por motivos de discapacidad, salvo en el caso del Derecho a 

la Protección de Datos Personales, donde deberá estarse a lo establecido en la ley de 

protección de datos personales vigente y demás disposiciones aplicables. 

… 
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Artículo 8. Los sujetos obligados garantizarán de manera efectiva y oportuna, el 

cumplimiento de la presente Ley. Quienes produzcan, administren, manejen, archiven o 

conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de esta Ley. 

La pérdida, destrucción, alteración u ocultamiento de la información pública y de los 

documentos en que se contenga, serán sancionados en los términos de esta Ley. 

… 

Artículo 28. Los sujetos obligados deberán preservar los documentos y expedientes en 

archivos organizados y actualizados de conformidad con la Ley en la materia y demás 

disposiciones aplicables, asegurando su adecuado funcionamiento y protección, con la 

finalidad de que la información se encuentre disponible, localizable, integra, sea 

expedita y se procure su conservación. 

… 

Artículo 92. Los sujetos obligados deberán de contar con una Unidad de Transparencia, en 

oficinas visibles y accesibles al público, que dependerá del titular del sujeto obligado y se 

integrará por un responsable y por el personal que para el efecto se designe. Los sujetos 

obligados harán del conocimiento del Instituto la integración de la Unidad de Transparencia. 

 

Artículo 93. Son atribuciones de la Unidad de Transparencia: 

I. Capturar, ordenar, analizar y procesar las solicitudes de información presentadas ante el 

sujeto obligado; 

… 

IV. Recibir y tramitar las solicitudes de información así como darles seguimiento hasta la 

entrega de la misma, haciendo entre tanto el correspondiente resguardo; 

… 

Artículo 208. Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los Documentos que se 

encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus 

facultades, competencias o funciones en el formato en que el solicitante manifieste, de 

entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o 

del lugar donde se encuentre así lo permita.   

 

En el caso de que la información solicitada consista en bases de datos se deberá privilegiar la 

entrega de la misma en Formatos Abiertos.  

… 

Artículo 211. Las Unidades de Transparencia deberán garantizar que las solicitudes se 

turnen a todas las Áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla 

de acuerdo a sus facultades competencias y funciones, con el objeto de que realicen una 

búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada. 

... 
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Artículo 219. Los sujetos obligados entregarán documentos que se encuentren en sus 

archivos. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la 

misma, ni el presentarla conforme al interés particular del solicitante. Sin perjuicio de lo 

anterior, los sujetos obligados procurarán sistematizar la información 

…” [Énfasis añadido]   

 

Con base en los artículos previamente transcritos tenemos que:  

 

• El objeto de la Ley de Transparencia es garantizar a toda persona el derecho de 

acceso a la información pública en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y 

organismo del poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial, Órganos Autónomos, Órganos 

Político Administrativos, Alcaldías y/o Demarcaciones Territoriales, Organismos 

Paraestatales, Universidades Públicas, Partidos Políticos, Sindicatos, Fideicomisos y 

Fondos Públicos, así como de cualquier persona física o moral que reciba y ejerza 

recursos públicos, realice actos de autoridad o de interés público en la Ciudad de 

México. 
 

• Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los 

sujetos obligados es pública y accesible a cualquier persona en los términos y 

condiciones que se establezcan las leyes de la materia.  
 

• El derecho de acceso a la información pública es el derecho de toda persona a acceder 

a la información generada, administrada o en poder de los sujetos obligados, en 

ejercicio de sus atribuciones y que no haya sido clasificada como de acceso 

restringido.   
 

• La rendición de cuentas consiste en la potestad que tienen los individuos para exigir al 

poder público que informe y ponga a disposición en medios adecuados, las acciones 

y decisiones emprendidas derivadas del desarrollo de su actividad, así como los 

indicadores que permitan el conocimiento y la forma en que las llevó a cabo, incluyendo 

los resultados obtenidos.  
 

• Para ejercer el derecho de acceso a la información pública no es necesario acreditar 

derechos subjetivos, interés legítimo o razones que motiven el requerimiento. 
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• Los sujetos obligados deben preservar los documentos y expedientes en archivos 

organizados y actualizados, asegurando su adecuado funcionamiento, con la finalidad 

de que la información se encuentre disponible, localizable, íntegra, sea expedita y se 

procure su conservación. 
 

• Los sujetos obligados deben contar con una Unidad de Transparencia que cuenta, 

entre otras, con las atribuciones de captura, orden, análisis y procesamiento de las 

solicitudes de información, así como su seguimiento hasta la entrega de la respuesta. 
 

• Las Unidades de Transparencia de los sujetos obligados deben garantizar que las 

solicitudes se turnen a todas las áreas competentes que cuenten con la información o 

normativamente deban tenerla, con el objeto de que se realice una búsqueda 

exhaustiva y razonable de la información solicitada. 
 

• Los sujetos obligados deben otorgar acceso a los documentos que se encuentren en 

sus archivos o que tengan que documentar de acuerdo con sus facultades, 

competencias y funciones. 

 

• El deber legal que tienen los sujetos obligados de entregar los documentos que se 

encuentren en sus archivos, no comprende el procesamiento de la información, ni el 

presentarla conforme a los intereses particulares de las personas solicitantes, sin 

embargo, estos deben procurar sistematizar la información. 

 
Indicado lo anterior, es menester recordar que el sujeto obligado manifestó su 

imposibilidad para pronunciarse respecto de la existencia o inexistencia de quejas, 

denuncias o investigaciones promovidas en contra de una persona servidora pública, 

pues afirmó que con ello vulneraría su esfera jurídica, lo que implicaría revelar un aspecto 

de su vida privada, poniendo en entredicho su imagen, honor y dignidad. Por tal motivo, 

se clasificó dicha información en la modalidad de confidencial.  

  

Al respecto, la Ley de Protección de Datos Personales en posesión de Sujetos Obligados 

de la Ciudad de México, en adelante Ley de Datos4, define a los datos personales de la 

siguiente manera:  
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“Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:  
…  
IX. Datos personales: Cualquier información concerniente a una persona física identificada o 

identificable. Se considera que una persona física es identificable cuando su identidad pueda 

determinarse directa o indirectamente a través de cualquier información como puede ser 

nombre, número de identificación, datos de localización, identificador en línea o uno o varios 

elementos de la identidad física, fisiológica, genética, psíquica, patrimonial, económica, 

cultural o social de la persona;  
…”  

  

De lo anterior, se entiende como dato personal cualquier información concerniente a una 

persona física identificada o identificable.   

  

En este orden de ideas, los datos personales no se limitan a los enunciados en el artículo 

3, fracción IX, de la Ley de Datos, sino que existen categorías que facilitan su 

identificación, ello con fundamento en el artículo 62, de los Lineamientos Generales sobre 

Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de 

México:  
  

“Categorías de datos personales  
  
Artículo 62. Los datos personales contenidos en los sistemas se clasificarán, de manera 

enunciativa, más no limitativa, de acuerdo a las siguientes categorías:  
  
Identificación: El nombre, domicilio, teléfono particular, teléfono celular, firma, clave del 

Registro Federal de Contribuyentes (RFC), Clave Única de Registro de Población (CURP), 

Matrícula del Servicio Militar Nacional, número de pasaporte, lugar y fecha de nacimiento, 

nacionalidad, edad, fotografía y demás análogos;  

  
I. Electrónicos: Las direcciones electrónicas, tales como, el correo electrónico no oficial, 

dirección IP (Protocolo de Internet), dirección MAC (dirección Media Access Control o 

dirección de control de acceso al medio), así como el nombre del usuario, 

contraseñas, firma electrónica; o cualquier otra información empleada por la persona, 

para su identificación en Internet u otra red de comunicaciones electrónicas;  
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II. Laborales: Documentos de reclutamiento y selección, nombramiento, incidencia, 

capacitación, actividades extracurriculares, referencias laborales, referencias 

personales, solicitud de empleo, hoja de servicio y demás análogos;  

 

III. Patrimoniales: Los correspondientes a bienes muebles e inmuebles, información 

fiscal, historial crediticio, ingresos y egresos, cuentas bancarias, seguros, fianzas, 

servicios contratados, referencias personales y demás análogos;  

 

IV. Datos sobre procedimientos administrativos y/o jurisdiccionales: La información 

relativa a una persona que se encuentre sujeta a un procedimiento administrativo 

seguido en forma de juicio o jurisdiccional en materia laboral, civil, penal, fiscal, 

administrativa o de cualquier otra rama del Derecho;  

 

V. Datos académicos: Trayectoria educativa, calificaciones, títulos, cédula profesional, 

certificados y reconocimientos y demás análogos;  

 

VI. Datos de tránsito y movimientos migratorios: Información relativa al tránsito de las 

personas dentro y fuera del país, así como información migratoria;  

 

VII. Datos sobre la salud: El expediente clínico de cualquier atención médica, referencias 

o descripción de sintomatologías, detección de enfermedades, incapacidades 

médicas, discapacidades, intervenciones quirúrgicas, vacunas, consumo de 

estupefacientes, uso de aparatos oftalmológicos, ortopédicos, auditivos, prótesis, así 

como el estado físico o mental de la persona;  

 

VIII. Datos biométricos: huellas dactilares, ADN, geometría de la mano, características de 

iris y retina, forma de caminar y demás análogos;  

 

IX. Datos especialmente protegidos (sensibles): origen étnico o racial, características 

morales o emocionales, ideología y opiniones políticas, creencias, convicciones 

religiosas, filosóficas y preferencia sexual, y  

 

X. Datos personales de naturaleza pública: aquellos que por mandato legal sean 

accesibles al público.”  

 

Tomando en consideración las categorías de datos personales, este Instituto considera 

que, lo solicitado se trata de información confidencial que se corresponde con datos 
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personales relacionados con procedimientos administrativos y/o jurisdiccionales, 

definidos estos como la información relativa a si una persona que se encuentra sujeta a 

un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio o jurisdiccional en materia 

laboral, civil, penal, fiscal, administrativa o de cualquier otra rama del Derecho, que de 

darse a conocer en sentido afirmativo o negativo vulneraría el honor, lo intimidad, 

la propia imagen y la presunción de inocencia de una persona física identificada e 

identificable, tal como lo informó el sujeto obligado.  

  

Lo anterior, guarda relación con lo establecido por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, la cual ha reconocido como derechos fundamentales de las personas, el derecho 

a la intimidad y a la propia imagen, en el siguiente criterio:  
  

DERECHOS A LA INTIMIDAD, PROPIA IMAGEN, IDENTIDAD PERSONAL Y SEXUAL. 

CONSTITUYEN DERECHOS DE DEFENSA Y GARANTÍA ESENCIAL PARA LA 

CONDICIÓN HUMANA.  Dentro de los derechos personalísimos se encuentran 

necesariamente comprendidos el derecho a la intimidad y a la propia imagen, así como a 

la identidad personal y sexual; entendiéndose por el primero, el derecho del individuo a no 

ser conocido por otros en ciertos aspectos de su vida y, por ende, el poder de decisión 

sobre la publicidad o información de datos relativos a su persona, familia, pensamientos 

o sentimientos; a la propia imagen, como aquel derecho de decidir, en forma libre, sobre 

la manera en que elige mostrarse frente a los demás; a la identidad personal, entendida 

como el derecho de todo individuo a ser uno mismo, en la propia conciencia y en la opinión de 

los demás, es decir, es la forma en que se ve a sí mismo y se proyecta en la sociedad, de 

acuerdo con sus caracteres físicos e internos y sus acciones, que lo individualizan ante la 

sociedad y permiten identificarlo; y que implica, por tanto, la identidad sexual, al ser la manera 

en que cada individuo se proyecta frente a sí y ante la sociedad desde su perspectiva sexual, 

no sólo en cuanto a sus preferencias sexuales sino, primordialmente, en cuanto a cómo se 

percibe él, con base en sus sentimientos y convicciones más profundos de pertenencia o no 

al sexo que legalmente le fue asignado al nacer y que, de acuerdo a ese ajuste personalísimo 

en el desarrollo de cada individuo, proyectará su vida en todos los ámbitos, privado y público, 

por lo que al ser la sexualidad un elemento esencial de la persona y de su psique, la 

autodeterminación sexual forma parte de ese ámbito propio y reservado de lo íntimo, la parte 

de la vida que se desea mantener fuera del alcance de terceros o del conocimiento público. 

Por consiguiente, al constituir derechos inherentes a la persona, fuera de la injerencia de 

los demás, se configuran como derechos de defensa y garantía esencial para la 

condición humana, ya que pueden reclamarse tanto en defensa de la intimidad violada 

o amenazada, como exigir del Estado que prevenga la existencia de eventuales 
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intromisiones que los lesionen por lo que, si bien no son absolutos, sólo por ley podrá 

justificarse su intromisión, siempre que medie un interés superior.  

  

Por otro lado, en cuanto al derecho al honor, la jurisprudencia número 1a./J. 118/2013 

(10a.), emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo I, Libro 3, de 

febrero de 2014, página 470, de la Décima Época, materia constitucional, dispone:   
  

DERECHO FUNDAMENTAL AL HONOR. SU DIMENSIÓN SUBJETIVA Y OBJETIVA. A 

juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es posible definir al 

honor como el concepto que la persona tiene de sí misma o que los demás se han 

formado de ella, en virtud de su proceder o de la expresión de su calidad ética y social. 

Todo individuo, al vivir en sociedad, tiene el derecho de ser respetado y considerado y, 

correlativamente, tiene la obligación de respetar a aquellos que lo rodean. En el campo jurídico 

esta necesidad se traduce en un derecho que involucra la facultad que tiene cada individuo 

de pedir que se le trate en forma decorosa y la obligación de los demás de responder a este 

tratamiento. Por lo general, existen dos formas de sentir y entender el honor: a) en el aspecto 

subjetivo o ético, el honor se basa en un sentimiento íntimo que se exterioriza por la afirmación 

que la persona hace de su propia dignidad; y b) en el aspecto objetivo, externo o social, como 

la estimación interpersonal que la persona tiene por sus cualidades morales y profesionales 

dentro de la comunidad. En el aspecto subjetivo, el honor es lesionado por todo aquello que 

lastima el sentimiento de la propia dignidad. En el aspecto objetivo, el honor es lesionado por 

todo aquello que afecta a la reputación que la persona merece, es decir, el derecho a que 

otros no condicionen negativamente la opinión que los demás hayan de formarse de nosotros.  

  

De la tesis transcrita se desprende que el honor es el concepto que la persona tiene de 

sí misma o que los demás se han formado de ella, en virtud de su proceder o de la 

expresión de su calidad ética y social.   

  

Adicionalmente, en relación a este derecho al honor, el Máximo Tribual también ha 

señalado que aunque no esté expresamente contenido en la Carta Magna, esta obliga su 

tutela en términos de lo previsto en el artículo 1 Constitucional, como se muestra en la 

tesis aislada número I.5o.C.4 K (10a.), emitida por Tribunales Colegiados de Circuito, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 2, Libro XXI, de 

junio de 2013, página 1258, de la Décima Época, materia constitucional, de rubro y texto 

siguiente:  
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DERECHOS AL HONOR, A LA INTIMIDAD Y A LA PROPIA IMAGEN. CONSTITUYEN 

DERECHOS HUMANOS QUE SE PROTEGEN A TRAVÉS DEL ACTUAL MARCO 

CONSTITUCIONAL. Si conforme a las características que conforman a los derechos 

humanos, éstos no recaen sobre cosas materiales, sino que otorgan acción para lograr que el 

Estado respete los derechos garantizados, y se consideran esenciales e inherentes al ser 

humano y derivados de su propia naturaleza, resulta lógico que los atributos de la personalidad 

se enlacen directamente con tales derechos, pues los mencionados atributos tienen una 

coincidencia con las libertades protegidas por los derechos del hombre como son los 

concernientes al honor, a la intimidad y a la propia imagen que constituyen derechos subjetivos 

del ser humano, en tanto que son inseparables de su titular, quien nace con ellos, y el Estado 

debe reconocerlos. Como no recaen sobre bienes materiales, sino sobre la personalidad de 

los individuos, son generales porque corresponden a todos los seres humanos, y no pueden 

considerarse renunciables, transmisibles o prescriptibles, porque son inherentes a la persona 

misma, es decir, son intrínsecos al sujeto quien no puede vivir sin ellos. Ahora, del contenido 

expreso del artículo 1o. constitucional se advierte que nuestro país actualmente adopta una 

protección amplia de los derechos humanos, mediante el reconocimiento claro del principio 

pro persona, como rector de la interpretación y aplicación de las normas jurídicas, en aquellas 

que favorezcan y brinden mayor protección a las personas, aunado a que también precisa de 

manera clara la obligación de observar los tratados internacionales firmados por el Estado 

Mexicano al momento de aplicar e interpretar las normas jurídicas en las que se vea 

involucrado este tipo de derechos, como son los señalados atributos de la personalidad 

conforme a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, y en casos en los que se involucra la posible afectación por daño 

moral de un atributo de la personalidad -en su vertiente del derecho al honor- debe aplicarse 

la tutela y protección consagrada en los principios reconocidos al efecto en nuestra Carta 

Magna, con independencia de que no exista una referencia expresa en el texto constitucional 

hacia la salvaguarda concreta del citado atributo, pues la obligación de protección deriva de 

disposiciones contenidas en dos tipos de ordenamientos superiores -Constitución y tratados 

internacionales- con los que cuenta el Estado Mexicano.  

  

Conforme a lo anterior, se desprende que dar a conocer la existencia o no de las 

denuncias, investigaciones o averiguaciones previas, iniciadas en contra de la persona 

en cuestión, en su carácter de particular, constituye información confidencial que afecta 

su esfera privada, puesto que podría generar una percepción negativa de éste, sin que 

se hubiere probado su responsabilidad o culpabilidad, ocasionando un perjuicio en su 

honor, intimidad y buena imagen.   
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Ahora bien, en relación con el principio de presunción de inocencia, debe decirse que, 

en el orden jurídico nacional, se encuentra su base dentro de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, la cual establece lo siguiente:  
  

“ARTÍCULO 1. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos 

humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el 

Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no 

podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 

Constitución establece.  
…  
ARTÍCULO 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de 

publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación.  
…   
B. De los derechos de toda persona imputada:  
  
I. A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante 

sentencia emitida por el juez de la causa;  
…  
ARTÍCULO 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y 

todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el 

Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la 

Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar 

de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los 

Estados.  
…”  

  

En este contexto, la norma suprema consagra como uno de los derechos de toda persona 

imputada el relativo a que se presuma su inocencia mientras no se declare su 

responsabilidad mediante sentencia firme, en la que se compruebe la culpabilidad del 

sujeto a proceso, en la comisión del delito.  

  

En ese sentido, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su artículo 11, 

numeral 1, señala que toda persona acusada de la comisión de algún delito tiene derecho 

a que se le presuma su inocencia mientras no se compruebe su culpabilidad.5  
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Por otra parte, la tesis aislada número 2a. XXXV/2007, emitida por la Segunda Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Tomo XXV, de mayo de dos mil siete, página 1186, de la Novena 

Época, materia constitucional y penal, establece:  
  

“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ALCANCES DE ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL. El 

principio de presunción de inocencia que en materia procesal penal impone la obligación de 

arrojar la carga de la prueba al acusador, es un derecho fundamental que la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce y garantiza en general, cuyo alcance 

trasciende la órbita del debido proceso, pues con su aplicación se garantiza la protección de 

otros derechos fundamentales como son la dignidad humana, la libertad, la honra y el buen 

nombre, que podrían resultar vulnerados por actuaciones penales o disciplinarias irregulares. 

En consecuencia, este principio opera también en las situaciones extraprocesales y constituye 

el derecho a recibir la consideración y el trato de "no autor o no partícipe" en un hecho de 

carácter delictivo o en otro tipo de infracciones mientras no se demuestre la culpabilidad; por 

ende, otorga el derecho a que no se apliquen las consecuencias a los efectos jurídicos 

privativos vinculados a tales hechos, en cualquier materia.”  

  

Conforme a lo antes expuesto, se considera que dar a conocer la existencia o no de 

alguna queja, denuncia, investigación o averiguación previa, iniciada en contra de las 

personas servidoras en cuestión, afectaría su esfera íntima, pues su divulgación 

menoscabaría su presunción de inocencia.  

  

Situación que se traduciría en una vulneración a su derecho al honor, buen nombre, 

imagen y a su intimidad, puesto que terceras personas podrían presuponer su actuación.  

  

En este orden, se observa que, el hecho de que el sujeto obligado se pronuncie sobre 

lo solicitado conllevaría la revelación de información que podría implicar su 

exposición pública, en demérito de su reputación y dignidad, recordando que éste tipo 

de derechos, se basa en que toda persona sin distingo alguno, por el hecho de serlo, se 

le debe considerar honorable, merecedora de respeto, de modo tal que a través del 

ejercicio de otros derechos, no se puede dañar a una persona en su honor o en la 

estimación y confianza que los demás tienen de ella en el medio social en que se 

desenvuelve y que es donde directamente repercute en su perjuicio, indistintamente de 

si se trata de una persona servidora pública o no.  
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A partir de lo expuesto, se colige que el sujeto obligado cuenta con una imposibilidad 

jurídica para pronunciarse en sentido afirmativo o negativo respecto de los 

requerimientos, ya que prejuzgaría y generaría un daño en el honor y la intimidad de las 

personas señaladas en la solicitud, vulnerando el principio de presunción de inocencia, 

el derecho al honor y a la intimidad, asimismo, se estaría revelando información de 

naturaleza confidencial sobre una persona identificada e identificable.   

 

Luego entonces, este Instituto considera procedente la clasificación del 

pronunciamiento sobre la existencia o inexistencia de investigaciones iniciadas en 

contra de la persona identificada plenamente por el particular, siempre que éstas 

se encuentren en trámite; así como, de procedimientos concluidos que hayan 

derivado en una sanción impuesta por faltas administrativas graves o no graves y 

que ésta no se encuentren firmes o bien hayan sido absolutorias. Lo anterior, con 

fundamento en el párrafo primero del artículo 186 de la Ley de Transparencia. 

 

Lo anterior, ya que en el caso concreto la protección de la información confidencial 

requerida por la parte interesada debe prevalecer frente al derecho de acceso a la 

información por las razones previamente referidas. Incluso, a pesar del hecho de que la 

información requerida verse sobre una persona que haya tenido el carácter de servidor 

público, pues aun cuando dicho individuo en el ejercicio de su profesión revista o hubiese 

revestido esa calidad, no implica en el presente caso que el nivel de injerencia sea 

permeable en la protección de la confidencialidad de los datos que trasciendan a sus 

derechos fundamentales relativos a la dignidad, honor y presunción de inocencia, de los 

cuales como también ya se dijo, es una garantía de la que goza cualquier persona; 

independientemente del carácter de su profesión u oficio. 

 

Sin embargo, tal situación, contrario a lo manifestado por el sujeto obligado no 

resulta procedente respecto de las investigaciones y/o procedimientos concluidos 

con una sanción grave o no grave, debido a que dicha información es susceptible de 

proporcionarse, puesto que su difusión transparenta la gestión de los sujetos obligados, 

permitiendo que se conozcan aquellos casos en los que la actuación del personal fue 

contraria a lo que disponen las leyes aplicables. 
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A efecto de robustecer lo anterior, es necesario señalar que la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, ha determinado que el umbral de protección de un servidor público 

debe permitir el más amplio control ciudadano sobre el ejercicio de sus funciones debido 

a que éste se expone de manera voluntaria al escrutinio de la sociedad, al asumir ciertas 

responsabilidades públicas; es decir, el acento de este umbral diferente de protección no 

se asienta en la calidad del sujeto, sino en el carácter de interés público que conllevan 

sus actuaciones; lo anterior, en los casos Herrera Ulloa vs. Costa Rica y Kimel vs. 

Argentina.  

 

En ese mismo sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha determinado un 

sistema dual de protección, según el cual los límites de crítica son más amplios cuando 

la información se refiere a personas que, por dedicarse a actividades públicas o por el rol 

que desempeñan en una sociedad democrática, están expuestas a un control más 

riguroso de sus actividades y manifestaciones que aquellos particulares sin protección 

pública alguna, pues en un sistema inspirado en los valores democráticos, la sujeción a 

esa crítica es inseparable de todo cargo de relevancia pública, tal como se muestra a 

continuación:  

 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SUS LÍMITES A LA LUZ DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN 

DUAL Y DEL ESTÁNDAR DE MALICIA EFECTIVA. Para el análisis de los límites a la libertad 

de expresión, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha adoptado el denominado 

"sistema dual de protección", según el cual los límites de crítica son más amplios cuando ésta 

se refiere a personas que, por dedicarse a actividades públicas o por el rol que desempeñan 

en una sociedad democrática, están expuestas a un control más riguroso de sus actividades 

y manifestaciones que aquellos particulares sin proyección pública alguna, pues en un sistema 

inspirado en los valores democráticos, la sujeción a esa crítica es inseparable de todo cargo 

de relevancia pública. Sobre este tema, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

precisó, en los casos Herrera Ulloa vs. Costa Rica y Kimel vs. Argentina, que el acento de este 

umbral diferente de protección no se asienta en la calidad del sujeto, sino en el carácter de 

interés público que conllevan las actividades o actuaciones de una persona determinada. Esta 

aclaración es fundamental en tanto que las personas no estarán sometidas a un mayor 

escrutinio de la sociedad en su honor o privacidad durante todas sus vidas, sino que dicho 

umbral de tolerancia deberá ser mayor solamente mientras realicen funciones públicas o estén 

involucradas en temas de relevancia pública. Esto no significa que la proyección pública de 
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las personas las prive de su derecho al honor, sino simplemente que el nivel de intromisión 

admisible será mayor, aunque dichas intromisiones deben estar relacionadas con aquellos 

asuntos que sean de relevancia pública. La principal consecuencia del sistema de protección 

dual es la doctrina conocida como "real malicia" o "malicia efectiva", misma que ha sido 

incorporada al ordenamiento jurídico mexicano. Esta doctrina se traduce en la imposición de 

sanciones civiles, exclusivamente en aquellos casos en que exista información falsa (en caso 

del derecho a la información) o que haya sido producida con "real malicia" (aplicable tanto al 

derecho a la información como a la libertad de expresión). El estándar de "real malicia" 

requiere, para la existencia de una condena por daño moral por la emisión de opiniones, ideas 

o juicios, que hayan sido expresados con la intención de dañar, para lo cual, la nota publicada 

y su contexto constituyen las pruebas idóneas para acreditar dicha intención. En este sentido, 

esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación observa que, dependiendo de 

su gravedad y de la calidad del sujeto pasivo, las intromisiones al derecho al honor pueden 

ser sancionadas con: (i) sanciones penales, en supuestos muy limitados referentes 

principalmente a intromisiones graves contra particulares; (ii) con sanciones civiles, para 

intromisiones graves en casos de personajes públicos e intromisiones medias contra 

particulares; y (iii) mediante el uso del derecho de réplica o respuesta, cuyo reconocimiento 

se encuentra tanto en el texto constitucional como en la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, para intromisiones no graves contra personajes públicos e intromisiones 

leves contra personas privadas.  

 

Cabe puntualizar que aun y cuando los servidores públicos dejen su encargo no 

implica que con ello se termine el escrutinio por parte de la sociedad en relación 

con las aptitudes para desempeñar el cargo público que les fue encomendado. 

 

Asimismo, ha sido criterio del máximo Tribunal del país que el hecho de que un servidor 

público haya concluido sus funciones no implica que se hubiere terminado el mayor nivel 

de tolerancia frente a la crítica por parte de la sociedad, ya que el control ciudadano sobre 

las personas que en su momento ocuparon un puesto público fomenta la transparencia 

de las actividades estatales, y promueve la responsabilidad de todos los involucrados en 

la gestión de los asuntos públicos. 

 

En ese sentido, se considera que en aquellos casos donde se atribuyó responsabilidad 

administrativa a los servidores públicos y cuenta con resolución donde se les determinó 

imponer una sanción que se encuentra firme no puede, de ninguna manera ser 

confidencial, ya que ello da cuenta de que efectivamente fue detectada una conducta 
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irregular que actualizó algún supuesto de responsabilidad administrativa, contraviniendo 

los principios que rigen la función pública; así como, también faltando a sus obligaciones 

en el servicio público, siendo confirmada tal determinación por una autoridad competente, 

a través de una resolución fundada y motivada que obtuvo el carácter de firme.  

 

Es decir, a partir de dar a conocer si ciertos servidores públicos estuvieron inmersos en 

una investigación por conductas indebidas en el ejercicio de sus atribuciones y derivado 

de ello se les determinó una sanción, permitiría a la sociedad realizar un escrutinio público 

en relación con el ejercicio de sus funciones. 

 

A mayor abundamiento, transparentaría la gestión de los sujetos obligados, ya que se 

daría cuenta de aquellos casos en los que la actuación del servidor público fue contraria 

a lo que disponen las leyes aplicables.  

 

Por todo lo antes expuesto, se considera que no procede la clasificación del 

pronunciamiento sobre la existencia o inexistencia de resoluciones de los procedimientos 

en los que se impusieron sanciones en contra de determinado servidor público, y ésta se 

encuentre firme. 

 

Finalmente, no resultó procedente la confidencialidad de la totalidad de la información 

requerida; por lo cual, se considera necesario que el Comité de Transparencia emita una 

nueva resolución en la que únicamente se confirme la clasificación del pronunciamiento 

sobre la existencia o inexistencia de investigaciones iniciadas en contra de la 

persona identificada plenamente por el particular, siempre que éstas se encuentren 

en trámite; así como, de procedimientos concluidos que hayan derivado en una 

sanción impuesta por faltas administrativas graves o no graves y que éstas no se 

encuentren firmes o bien hayan sido absolutorias. Lo anterior, con fundamento en el 

párrafo primero del artículo 186 de la Ley de Transparencia. 

En suma, el agravio de la persona recurrente es fundado y suficiente para revocar la 

respuesta impugnada.  
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CUARTA. Decisión. En virtud de lo expuesto en la consideración Tercera, de 

conformidad con el artículo 244, fracción V, de la Ley de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, este Instituto 

determina que lo conducente es REVOCAR la respuesta otorgada por el sujeto obligado 

para el efecto de que: 

 

• Realice una búsqueda exhaustiva y razonable en todas las unidades 

administrativas competentes de las investigaciones y/o procedimientos concluidos 

con una sanción condenatoria firme, impuesta a la persona física referida en la 

solicitud en su carácter de servidor público. 

 

• A través de su Comité de Transparencia emita una nueva resolución en la que 

únicamente confirme la clasificación del  pronunciamiento sobre la existencia o 

inexistencia de investigaciones iniciadas en contra de la persona identificada 

plenamente por el particular, siempre que éstas se encuentren en trámite; así 

como, de procedimientos concluidos que hayan derivado en una sanción impuesta 

por faltas administrativas graves o no graves y que ésta no se encuentren firmes 

o bien hayan sido absolutorias. Lo anterior, con fundamento en el párrafo primero 

del artículo 186 de la Ley de Transparencia. 

 

• En caso de que la información localizada contenga información susceptible de ser 

clasificada en términos de la Ley de Transparencia, se deberán elaborar las 

versiones públicas correspondientes, cuya clasificación deberá estar debidamente 

fundada y motivada a través del Comité de Transparencia a través de la resolución, 

misma que deberá ser proporcionada a la persona recurrente. 

 

La respuesta emitida en cumplimiento de este fallo deberá hacerse del conocimiento de 

la parte recurrente a través del medio que señaló para recibir notificaciones durante el 

procedimiento y para su cumplimiento se otorga al sujeto obligado un plazo de diez 

días hábiles, contados a partir del día hábil siguiente al de la notificación de esta 

resolución.  
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QUINTA. Responsabilidad. En el caso en estudio esta autoridad no advirtió que 

servidores públicos del sujeto obligado hayan incurrido en posibles infracciones a la Ley 

de Transparencia, Acceso a la Información y Rendición de Cuentas de la Ciudad de 

México, por lo que no ha lugar a dar vista a la Secretaría de la Contraloría General.  

 

Por lo expuesto y fundado, el Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública, Protección de Datos Personales y Rendición de Cuentas de la 

Ciudad de México 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO.  Por las razones expuestas en la consideración tercera de esta resolución, y 

con fundamento en el artículo 244, fracción V, de la Ley de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, se REVOCA la 

respuesta emitida por la Secretaría de la Contraloría General, para el efecto de lo 

instruido en la consideración cuarta de esta resolución.  

 

SEGUNDO. Con fundamento en los artículos 257 y 258 de la Ley de Transparencia, 

Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, se 

instruye al sujeto obligado para que informe a este Instituto por escrito, sobre el 

cumplimiento a lo ordenado en el punto Resolutivo Primero, al día siguiente de concluido 

el plazo concedido para dar cumplimiento a la presente resolución, anexando copia de 

las constancias que lo acrediten. Con el apercibimiento de que, en caso de no dar 

cumplimiento dentro del plazo referido, se procederá en términos de la fracción III, del 

artículo 259 de la Ley de la materia. 

 

TERCERO. En cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 254 de la Ley de 

Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de 

México, se informa a la parte recurrente que, en caso de estar inconforme con la presente 

resolución, podrá impugnarla ante el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Protección de Datos Personales o ante el Poder Judicial de la 

Federación, sin poder agotar simultáneamente ambas vías. 
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CUARTO. Se pone a disposición de la parte recurrente el teléfono 56 36 21 20 y el correo 

electrónico ponencia.sanmartin@infocdmx.org.mx  para que comunique a este Instituto 

cualquier irregularidad en el cumplimiento de la presente resolución. 

 

QUINTO. Este Instituto, a través de la Ponencia de la Comisionada Ciudadana Marina 

Alicia San Martín Rebolloso, dará seguimiento a la presente resolución, llevando a cabo 

las actuaciones necesarias para asegurar su cumplimiento y, en su momento, informará 

a la Secretaría Técnica, en términos del Acuerdo mediante el cual, se adicionan y 

modifican diversas disposiciones al Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, 

Acceso a la Información Pública, Protección de Datos Personales y Rendición de Cuentas 

de la Ciudad de México, relativas a la facultad de las Comisionadas y los Comisionados, 

a través de las respectivas ponencias, para dar seguimiento al cumplimiento de las 

resoluciones que emita el Pleno, aprobado en Sesión Publica el dos de octubre de dos 

mil veinte. 

 

SEXTO. Notifíquese la presente resolución a la parte recurrente en el medio señalado 

para tal efecto y al sujeto obligado a través de los medios de comunicación legalmente 

establecidos. 

 

 

  

mailto:ponencia.sanmartin@infocdmx.org.mx
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Así lo acordó, en Sesión Ordinaria celebrada el treinta y uno de agosto de dos mil 

veintidós, por unanimidad de votos, de los integrantes del Pleno del Instituto de 

Transparencia, Acceso a la Información Pública, Protección de Datos Personales y 

Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, integrado por las Comisionadas y los 

Comisionados Ciudadanos, que firman al calce, ante Hugo Erik Zertuche Guerrero, 

Secretario Técnico, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 15, fracción IX, del 

Reglamento Interior de este Instituto, para todos los efectos legales a que haya lugar. 
 

 

 

 

 

ARÍSTIDES RODRIGO GUERRERO GARCÍA 

COMISIONADO CIUDADANO 

PRESIDENTE 

 
 
 
 

JULIO CÉSAR BONILLA GUTIÉRREZ 

COMISIONADO CIUDADANO 

 
 
 
 

MARÍA DEL CARMEN NAVA POLINA 

COMISIONADA CIUDADANA 
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